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PROCEDIMIENTO TRIBUTARIO.
Ajustándonos a lo enseñado por autorizada doctrina, hemos de emplear el concepto de proceso en su acepción de conjunto de actos recíprocamente coordinados entre sí, conforme a reglas preestablecidas, que tienen por fin decidir una controversia entre partes (litigio), por una autoridad imparcial e independiente (juez) y con fuerza legal.  

De igual manera vamos a utilizar el término procedimiento para referirnos al conjunto de actos realizados ante la autoridad administrativa, por parte del administrado, tendente a obtener el dictado de un acto administrativo.  

De las definiciones anteriores, se desprende que la principal diferencia entre los conceptos de proceso y procedimiento radica en que el primero reviste un auténtico carácter jurisdiccional, por ser realizado ante una autoridad imparcial e independiente, cuyas decisiones, además, tienen fuerza de verdad real.  En cambio, cuando hacemos referencia a la noción de procedimiento nos ubicamos en la órbita administrativa, razón por la cual no existe una autoridad decisoria imparcial e independiente, sino que la propia administración -por la circunstancia de revestir el carácter de parte en la contienda- es a la vez quien, con criterio discrecional, dicta la resolución.  Este segundo instituto, por tanto, carece de fuerza de verdad legal y, por consiguiente, puede ser impugnado ante la autoridad judicial.

La diferencia entre los conceptos de proceso y procedimiento fue desarrollada en el ámbito de estudio del derecho administrativo.  Por supuesto, en el presente análisis se hará extensiva al derecho tributario, con las particularidades muy propias específicas y técnicas de esta disciplina; en consecuencia habremos de distinguir entre proceso tributario y procedimiento tributario.

Así, identificamos la noción de proceso tributario como aquel conjunto de actos coordinados tendientes a dilucidar una controversia entre partes, por una autoridad independiente y con fuerza de verdad legal.  En esta materia la autoridad independiente e imparcial puede estar funcionalmente ubicada en primer lugar, dentro del Poder Judicial o, en segundo lugar, dentro del Poder Ejecutivo.  Aclarando que en este último y factible supuesto debe reunir ciertas condiciones que aseguren las notas de imparcialidad e independencia propias del juez (José María Martín, Guillermo F. Rodríguez Usé. Derecho Tributario Procesal, Ediciones Desalma, Buenos Aires, Argentina, 1987, páginas 4 y siguientes).  

Lo recién expuesto explica por qué habremos de referirnos al proceso judicial tributario -es decir, ante el Poder Judicial- y al proceso jurisdiccional tributario -esto es, ante el Poder Ejecutivo-, y, en este último caso, básicamente para detallar el proceso ante el Tribunal Fiscal Administrativo de Costa Rica.  

Conforme a lo dicho, y siguiendo las enseñanzas de la doctrina entendemos que el proceso tributario puede desarrollarse ante un órgano jurisdiccional, independiente de la autoridad de fiscalización y recaudación, la cual asume en esta instancia la calidad de parte en la relación tributaria.  Y esto acontece si el referido órgano jurisdiccional está funcionalmente ubicado dentro de la Administración Pública -como sucede, en nuestro país, con el Tribunal Fiscal-, el que se ubica como un órgano de desconcentración máxima del Poder Ejecutivo, del cual es independiente en su organización, funcionamiento y competencia.  No obstante lo anterior, presupuestariamente se encuentra adscrito a una partida presupuestaria del  Ministerio de Hacienda.-

Su grado de independencia es tal que inclusive, de acuerdo con el artículo 164 del Código Tributario, este órgano tiene prohibición expresa para:  “Aplicar decretos, reglamentos, acuerdos u otras disposiciones que sean contrarias a la Ley”.  Como característica especial debemos señalar que sus fallos son ejecutivos y ejecutorios para la administración activa y para el contribuyente, de manera tal que, aquélla puede de inmediato ejecutar el acto administrativo mediante las acciones cobratorias correspondientes, en el entendido de que aun cuando se impugne en la vía jurisdiccional lo resuelto por este órgano administrativo, dicha acción no suspende la ejecutoriedad del acto administrativo. 
Propiamente con respecto al procedimiento tributario, la Administración Tributaria reviste la característica de ser parte en la contienda, por tener un interés personal y directo en el resultado de la misma y a la vez con un criterio jurisdiccional tributario, la resuelve.   En nuestro sistema tributario costarricense, el artículo 3 del Reglamento General de Gestión, Fiscalización y Recaudación Tributaria dispone que la Administración Tributaria aplicará las leyes orientadas por un espíritu de justicia, y bajo el principio de imparcialidad administrativa, de modo que no puede exigírsele al contribuyente más de aquello con lo que la propia ley ha querido que coadyuve al sostenimiento de las cargas públicas. 

Con base en todo lo anteriormente expuesto, se procederá a hacer un análisis del procedimiento, facultades y trámites ejercidos por la Administración Tributaria, en su función de administración activa (parte) y como contralor de la función jurisdiccional (juez).-  
En el sistema tributario costarricense, el procedimiento seguido por la Administración Tributaria en el ejercicio de su jurisdicción y competencia, se encuentra regulado fundamentalmente en el Código de Normas y Procedimientos Tributarios, Ley No. 4755 del 29 de abril de 1971 y sus reformas y en el Reglamento General de Gestión, Fiscalización y Recaudación Tributaria, decreto No. 29264-H del 24 de enero del 2001.-  Supletoriamente deberá aplicar de acuerdo con el artículo 155 del Código Tributario, la Ley General de la Administración Pública No. 6227 de 2 de mayo de 1978, el Código Procesal Civil y el Código Procesal Penal, en lo que fueren aplicables a falta de aplicación expresa en aquellos ordenamientos jurídicos. El citado procedimiento, fundamentalmente comprende los siguientes procedimientos:
1.  Procedimiento para la resolución de peticiones

2.  Procedimiento para la evacuación de consultas

3.  Procedimiento determinativo

4.  Procedimiento sancionador
1.  PROCEDIMIENTO PARA LA RESOLUCION DE PETICIONES

El procedimiento, en este caso se inicia por una gestión formulada por el contribuyente a la Administración Tributaria, sobre un caso real fundado en razones de legalidad.  La Administración se encuentra obligada a resolver la petición dentro del plazo de dos meses después de formulada.  Normalmente se trata de situaciones en donde el interesado, requiere un pronunciamiento expedito sobre su situación tributaria con el objeto de que se satisfaga intereses de carácter pecuniario, caso típico es el de la repetición de pago de impuestos por sumas de dinero canceladas indebidamente al Fisco, ya sea por una actuación suya como podría ser la declaración y pago de una suma de dinero satisfecha a la Hacienda Pública sin estar obligado a ello.  También podría darse esta situación, con respecto a sumas de dinero canceladas indebidamente a requerimiento de la Administración Tributaria, en este caso por tratarse de un pago indebido, el contribuyente, se encuentra legitimado para repetir lo pagado y la Administración a satisfacer la pretensión aducida por el contribuyente.

1.1.  Recursos contra lo resuelto
Si la Administración resuelve formal y oportunamente en forma desfavorable la petición, el contribuyente puede interponer recurso de apelación dentro de los quince días siguientes, para ante el Tribunal Fiscal Administrativo.-
En caso de que no se resuelva dentro del término indicado, se presume que se ha producido una resolución presunta denegatoria, con el objeto de que el interesado pueda interponer los recursos y acciones que correspondan, sea el recurso de apelación ante el Tribunal Fiscal Administrativo.- (Artículos 102 y 156 del C.T.)
Tratándose de pagos indebidos, el contribuyente tendrá derecho a la satisfacción de la obligación principal y de los respectivos intereses, dicho interés correrá a partir del día natural siguiente a la fecha del pago efectuado por el contribuyente.  En los pagos debidos, en virtud de normas sustantivas de los distintos tributos que generen un derecho de crédito a favor del contribuyente o responsable, se reconocerá dicho interés a partir del día natural siguiente luego de tres meses de presentada la petición de devolución, siempre que la misma sea líquida y exigible y que ésta sea procedente de conformidad con la normativa propia de cada tributo. (Artículo 43 C.T.) 

La acción para solicitar la devolución, prescribe transcurridos tres años, a partir del día siguiente a la fecha en que efectuó cada pago, o desde la fecha de presentación de la declaración jurada de la cual surgió el crédito.-

Este procedimiento se encuentra regulado expresamente en el artículo 43 del Código Tributario y 95 del Reglamento General de Gestión, Fiscalización y Recaudación Tributaria.
2.  PROCEDIMIENTO PARA LA EVACUACIÓN DE CONSULTAS
Quien tenga un interés personal y directo, puede consultar a la Administración Tributaria sobre la aplicación del derecho a una situación de hecho concreta y actual.  A ese efecto, el consultante debe exponer en escrito especial, con claridad y precisión, todos los elementos constitutivos de la situación que motiva la consulta y puede asimismo expresar su opinión fundada.  La nota o escrito en que se formule la consulta debe ser presentada con copia fiel de su original, la que debidamente sellada y con indicación de la fecha de su presentación, debe ser devuelta como constancia al interesado.  

La consulta presentada antes del vencimiento del plazo para la presentación de la declaración jurada o, en su caso, dentro del término para el pago del tributo, exime de sanciones al consultante por el excedente que resulte de la resolución administrativa, si es pagado dicho excedente dentro de los treinta días siguientes a la fecha de notificada la respectiva resolución.

Para evacuar la consulta la Administración dispone de cuarenta y cinco días y si al vencimiento de dicho término, no dicta resolución, se debe entender aprobada la interpretación del consultante, si éste la ha expuesto.

Dicha aprobación se limita al caso concreto consultado y no afecta a los hechos generadores que ocurran con posterioridad a la notificación de la resolución que en el futuro dicte la Administración.

Es nula la consulta evacuada sobre la base de datos inexactos proporcionados por el consultante. (Artículo 119 C.T.)

2.1.  Recursos en contra de lo resuelto.
Contra el oficio de respuesta de la consulta y las resoluciones emitidas por la Dirección General de Tributación, cabe la interposición del recurso de revocatoria y de apelación en subsidio para ante el Tribunal Fiscal Administrativo, dentro de los quince días siguientes a su notificación, de conformidad con el artículo 156 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios. (Artículos 128 RGGFRT y 156 C.T.) 
 2.2.  Efectos del cambio de criterio de la Administración Tributaria y recursos contra el mismo.
La Administración podrá cambiar su criterio en cualquier momento en relación con lo consultado, para lo cual deberá notificar al consultante dicho cambio.  Contra el oficio que cambie el criterio cabrá recurso de revocatoria y apelación ante el Tribunal Fiscal Administrativo.
El cambio de criterio surtirá sus efectos únicamente respecto de los hechos generadores de la obligación tributaria cuyos plazos para declarar o pagar no estén vencidos y sólo una vez que adquiera firmeza en sede administrativa.  No obstante, tratándose de sujetos obligados a retener, percibir o cobrar los tributos, el cambio de criterio no afectará los hechos generadores ya ocurridos. (Artículo 129 RGGFRT)
2.3.  Efectos vinculantes para la Administración, del cambio de criterio.

La resolución de la consulta vinculará a la Administración en el siguiente sentido: Todas las obligaciones tributarias cuyo plazo para declarar o pagar haya vencido con posterioridad a la presentación de la consulta y antes de la firmeza administrativa de la resolución que comunica el cambio de criterio, no podrán ser determinadas aplicando un criterio contrario al expuesto en la resolución original, siempre que el criterio original sea más favorable para el sujeto pasivo, que el nuevo. (Artículo 130 RGGFRT)
3.  PROCEDIMIENTO DETERMINATIVO
DETERMINACIÓN DE LA OBLIGACIÓN TRIBUTARIA
 3.1.   Definición.  Es el acto o conjunto de actos emanados del contribuyente o de la Administración Tributaria, o de ambos conjuntamente, tendiente a establecer el “an” y el “quantum debeature” de la obligación Tributaria.

3.2.         FORMAS DE DETERMINACIÓN
3.2.1.      DETERMINACIÓN POR PARTE DEL SUJETO PASIVO -AUTODETERMINACIÓN- (122 C.T.)
                  Declaraciones Rectificativas (Art. 130 C.T. y 35 C.T.)   
3.2.2.       DETERMINACIÓN  DE OFICIO (Art. 124 C.T.)

3.2.2.a.    Determinación Previa, por comprobación abreviada  (126 C.T. y 44 RGFRT)

3.2.2.b.     Determinación Definitiva   (126 C.T. y 49 y siguientes RGFRT)

3.2.2.b.1.   Base cierta (125 inc. a) C.T.)

3.2..2.b.2.  Base presunta (125 inc. b) C.T.)

3.2.3.          Provisionales (127 C.T.)


3.2.1.  DETERMINACIÓN POR PARTE DEL SUJETO PASIVO -AUTODETERMINACIÓN- (122 CNPT)
3.2.1.a.  Responsabilidad de los declarantes.  Declaraciones Rectificativas (Art. 130 C.T. y 35 C.T.)   

3.2.1.b.  Determinación por los contribuyentes y declaración jurada.

La determinación debe efectuarse de acuerdo con las declaraciones juradas que presenten los contribuyentes y responsables en el tiempo y las condiciones establecidas por la Administración Tributaria, salvo cuando el Código Tributario o leyes particulares fijen otro procedimiento. La  declaración debe presentarse en los formularios oficiales aprobados por la Administración.

Mediante resolución general, la administración podrá disponer el empleo de otros medios según el desarrollo tecnológico existente. Cuando se utilicen medios electrónicos, se usarán elementos de seguridad tales como la clave de acceso, la tarjeta inteligente u otros que la administración le autorice al sujeto pasivo y equivaldrán a su firma autógrafa. Sin perjuicio de que la administración pueda disponer el uso obligatorio de estos medios, estará autorizada para otorgar, a su discreción, incentivos a quienes los utilicen dentro de una escala de porcentajes de descuento del impuesto por pagar, diferenciada por rangos de contribuyentes, cuyo porcentaje máximo de descuento no podrá exceder del cinco por ciento (5%).

Debe entenderse por declaración jurada, la determinación de la obligación tributaria efectuada por los contribuyentes y responsables, bajo juramento, en los medios aludidos en los párrafos anteriores, con los efectos y las responsabilidades que determina este Código. 

Los agentes de retención y percepción señalados en las leyes tributarias respectivas deberán presentar una declaración jurada en los medios que para tal efecto disponga la Administración Tributaria, por las retenciones o percepciones realizadas. El plazo para presentar la declaración jurada e ingresar los valores retenidos o percibidos será el que establezcan las leyes respectivas. (Art. 122 C.T., reformado por el artículo 1 de la Ley 7865 publicada en La Gaceta N° 45 de 5 de marzo de 1999, artículo 3 de la Ley N° 7900 publicada en La Gaceta N° 159 de 17 de agosto de 1999 y artículo 27 de la Ley N° 8114 de 4 de julio del 2001, publicada en Alcance N° 53 a La Gaceta N° 131 de 9 de julio del 2001).-  El impuesto resultante de las liquidaciones de declaraciones presentadas deberá cancelarse dentro de los dos meses y quince días naturales siguientes a la terminación del periodo fiscal respectivo.
3.2.1. c    Responsabilidad de los declarantes. (art. 130 C.T.)
Las declaraciones juradas o manifestaciones que formulen los sujetos pasivos se presumen fiel reflejo de la verdad y responsabilizan al declarante por los tributos que de ellas resulten, así como por la exactitud de los demás datos contenidos en tales declaraciones.  Asimismo, los sujetos pasivos podrán rectificar sus declaraciones tributarias, teniendo en cuenta los siguientes aspectos:
a) Cuando los sujetos pasivos, rectifiquen sus declaraciones tributarias, deberán presentar en los lugares habilitados para este fin, una nueva declaración en los medios que defina la Administración Tributaria, y deberán cancelar un tributo, mayor cuando corresponda, junto con sus accesorios, tales como intereses fijados para el pago fuera de plazo.

b) Toda declaración que el sujeto pasivo presente con posterioridad a la inicial, será considerada rectificación de la inicial o de la última declaración rectificadora, según el caso.

c) En los casos de determinaciones por parte de la Administración Tributaria, el contribuyente podrá rectificar incluso su declaración después de comunicada la conclusión de la actuación fiscalizadora y hasta la notificación de la resolución que resuelve el recurso de revocatoria en contra de la resolución determinativa.  Solo en estas fases procesales la rectificación tendrá el carácter de petición sujeta a la aprobación por parte de la Administración Tributaria.  La consecuente aprobación o denegatoria será incorporada directamente en la resolución determinativa o en la resolución en que se defina el recurso de revocatoria contra la resolución determinativa, so pena de nulidad de la resolución respectiva.  A esta petición, no se le aplicará el régimen del silencio negativo descrito en el artículo 102, referido a la resolución de peticiones formulada por el contribuyente, procedimiento anteriormente analizado.

d) La rectificación de la declaración tributaria podrá abarcar cualquier rubro que incida en la base imponible del tributo, o en las formas de extinción de la obligación tributaria correspondiente.  Si en el momento de presentarse una declaración rectificativa se ha notificado el inicio de un procedimiento fiscalizador sobre el impuesto y período objeto de ésta, automáticamente dicha declaración formará parte del procedimiento, siempre que este no haya concluido.  Para estos efectos, el sujeto fiscalizado deberá poner en conocimiento de los funcionarios actuantes la existencia de la declaración rectificativa, la cual será considerada para la liquidación definitiva de la obligación tributaria.  Una vez emitida el acta de conclusión de actuación fiscalizadora, no procederá presentar declaraciones rectificativas referidas a los períodos e impuestos objeto de dicha actuación fiscalizadora.
La rectificación de las declaraciones a que se hace referencia en los párrafos anteriores, no impide el ejercicio posterior de las facultades de la Administración Tributaria para fiscalizar o verificar. (Art. 130 C.T. y 74 RGFRT).
En estos casos, cada vez que el contribuyente rectifique su declaración anterior, aunque la misma no modifique el monto de la obligación tributaria determinada, esta rectificación interrumpe nuevamente el plazo que tiene la Administración Tributaria para determinarla, el cual, es de tres años, de acuerdo con el artículo 51 C.T..-
Efectos:  

- Declarativo.  La declaración se presenta sobre hechos ya ocurridos, los cuales dieron lugar en el momento de su realización a tener por configurado el Hecho Generador de la Obligación Tributaria, en consecuencia la declaración autodeterminación tiene efectos declarativos.  En ese orden de ideas, el contribuyente debe cancelar los tributos que determine de acuerdo con sus declaraciones juradas, dentro de los plazos establecidos en la ley, que tratándose de impuestos sobre las utilidades, es de un mes y quince días posteriores al cierre del periodo fiscal que concluye el treinta de noviembre de cada año, sin perjuicio de que los contribuyentes bajo determinadas situaciones, puedan tener autorizado por la Administración Tributaria un periodo diferente.-
Cuando la ley tributaria no fije plazo para pagar el tributo, debe pagarse dentro de los quince días hábiles siguientes a la fecha en que ocurra el hecho generador de la obligación tributaria.  

Todos los demás pagos por concepto de tributos resultantes de resoluciones dictadas por la Administración Tributaria, conforme al artículo 146 del Código Tributario, deben efectuarse dentro de los quince días siguientes a la fecha en que el sujeto pasivo quede legalmente notificado de su obligación.-

No obstante, en todos los casos los intereses se calcularán a partir de la fecha en que los tributos debieron pagarse, según las leyes respectivas.  En aquellos casos en que la resolución determinativa de la obligación tributaria o la que resuelva recursos contra dichas resoluciones, se dicte fuera de los plazos establecidos en los artículos 146 y 163 del Código Tributario, el cómputo de los intereses se suspenderá durante el tiempo que se haya excedido para la emisión de dichos actos.  Cuando el exceso de dicho plazo se configure por conducta imputable a funcionarios estos tendrán las responsabilidades señaladas en la Ley General de Administración Pública. (Reformado por la Ley N° 7535 de 1 de agosto de 1995, publicada en La Gaceta N° 175 de 14 de setiembre de 1995 y Ley N° 7900, de 3 de agosto de 1999, publicada en La Gaceta N° 159 del 17 de agosto de 1999). 

Con anterioridad a la modificación contenida en la ley citada, toda modificación de la determinación practicada por el contribuyente, resultante de actuaciones dictadas por la Administración Tributaria podría cancelarse dentro de los treinta días siguientes a la fecha en que el sujeto pasivo quede legalmente notificado de su obligación, sin recargo alguno por mora e intereses, lo que favorecía el litigio por parte del contribuyente, habida cuenta de que éste era conocedor de que aún cuando su impugnación no prosperara, hasta tanto no estuviera agotada la vía administrativa, el acto no era ejecutivo y ejecutorio y además la Administración se encontraba impedida legalmente para cobrar retroactivamente las obligaciones tributarias insolutas. 
Rectificación.  

- Oportunidad para hacerlo.  

a) Cuando los sujetos pasivos, rectifiquen sus declaraciones tributarias, deberán presentar en los lugares habilitados para este fin, una nueva declaración en los medios que defina la Administración Tributaria, y deberán cancelar un tributo, mayor cuando corresponda, junto con sus accesorios, tales como intereses fijados para el pago fuera del plazo, así como una multa equivalente al 1% por cada mes o fracción de mes, calculado sobre las diferencias resultantes.  Esta sanción en ningún caso podrá superar el 20% de la diferencia de la suma resultante. (Art. 130 inciso a) y 80 ibidem C.T.)
b)  Toda declaración que el sujeto pasivo presente con posterioridad al inicial, será considerada como una rectificación de ésta o de la última declaración rectificadora, según el caso.  La rectificación de las declaraciones a que se hace referencia en los párrafos anteriores, no impide el ejercicio posterior de las facultades de la Administración Tributaria para fiscalizar o verificar.
c)  En los casos de determinaciones por parte de la Administración Tributaria, el contribuyente podrá rectificar incluso su declaración después de comunicada la conclusión de la actuación fiscalizadora y hasta la notificación de la resolución que resuelve el recurso de revocatoria en contra de la resolución determinativa.   Solo en estas fases procesales la rectificación tendrá el carácter de petición sujeta a la aprobación por parte de la Administración Tributaria.  La consecuente aprobación o denegatoria será incorporada directamente en la resolución determinativa o en la resolución en que se defina el recurso de revocatoria contra la resolución determinativa, so pena de nulidad de la resolución respectiva.  A esta petición, no se le aplicará el régimen del silencio negativo descrito en el artículo 102 del Código Tributario (Procedimiento para resolver peticiones de los contribuyentes).

La rectificación de la declaración tributaria podrá abarcar cualquier rubro que incida en la base imponible del tributo o en las formas de extinción de la obligación tributaria correspondiente.

Si en el momento de presentarse una declaración rectificativa se ha notificado el inicio de un procedimiento fiscalizador sobre el impuesto y período objeto de ésta, automáticamente dicha declaración formará parte del procedimiento, siempre que éste no haya concluido.  Para estos efectos, el sujeto fiscalizado deberá poner en conocimiento de los funcionarios actuantes la existencia de la declaración rectificativa, la cual será considerada para la liquidación definitiva de la obligación tributaria.  

Una vez emitida el acta de conclusión de actuación fiscalizadora, no procederá presentar declaraciones rectificativas referidas a los periodos e impuestos objeto de dicha actuación fiscalizadora. 

La rectificación de las declaraciones a que se hace referencia en los párrafos anteriores, no impide el ejercicio posterior de las facultades de la Administración Tributaria para fiscalizar o verificar. (Reformado por la Ley N° 7900, publicada en La Gaceta N° 159 de 17 de agosto de 1999 y por la Ley N° 8114 de 4 de julio del 2001, publicada en Alcance N° 53 a La Gaceta N° 131 de 9 de julio del 2001).

3.2.2.  DETERMINACIÓN DE OFICIO.

Cuando no se hayan presentado declaraciones juradas, o cuando las presentadas sean objetadas por la Administración Tributaria por considerarlas falsas, ilegales o incompletas, dicha Administración puede determinar de oficio la obligación tributaria del contribuyente o responsable, sea en forma directa, por el conocimiento cierto de la materia imponible, o mediante estimación, si los elementos conocidos sólo permiten presumir la existencia y magnitud de aquélla.

Asimismo, aunque se haya presentado la declaración jurada, la Administración Tributaria puede proceder a la estimación de oficio si ocurre alguna de las circunstancias siguientes:

a) Que el contribuyente no lleve los libros de contabilidad y registros a que alude el  artículo 104 del Código Tributario;

b) Que no se presenten los documentos justificativos de las operaciones contables, o no se proporcionen los datos e informaciones que se soliciten; y

c) Que la contabilidad sea llevada en forma irregular o defectuosa, o que los libros tengan un atraso mayor de seis meses.

Para los efectos de las disposiciones anteriores, se consideran indicios reveladores de la existencia y cuantía de la obligación tributaria, los señalados en el inciso b) del artículo 116 del Código Tributario.  Estos indicios fundamentalmente consisten en: el capital invertido en la explotación; el volumen de las transacciones de toda clase e ingresos de otros períodos; la existencia de mercaderías y productos; el monto de las compras y ventas efectuadas; el rendimiento normal del negocio o explotación objeto de la investigación o el de empresas similares  ubicadas en la misma plaza; los salarios, alquiler de negocio, combustibles, energía eléctrica y otros gastos generales; el alquiler de la casa de habitación; los gastos particulares del contribuyente y de su familia; el monto de su patrimonio y cualesquiera otros elementos de juicio que obren en poder de la Administración Tributaria o que ésta reciba o requiera de terceros.-

Es interesante destacar, como en este caso, los indicios mencionados están referidos tanto a ingresos propiamente del contribuyente, lo cual revela su capacidad contributiva como a los gastos incurridos igualmente ligados con dicho principio, lo anterior con el objeto de que el contribuyente pague aquellas sumas de dinero con lo que la ley ha querido que coadyuve al sostenimiento de las cargas públicas.  (Artículo 5 RGGFTR).     
3.2.3.  Procedimiento de Determinación de la Obligación Tributaria
3.2.4.   Administración Tributaria como juez y parte

3.2.4.a.      Percepción.
3.2.4.b.      Fiscalización.  (Artículo 144 C.T.)

a.     Inicio de Actuación fiscalizadora.

b.      Conclusión de Actuación Fiscalizadora.

c.      Traslado de cargos y observaciones.

d.      Resolución Determinativa.  

e.      Recursos contra la determinación.

         i.     Revocatoria

         ii.     Apelación

         iii.     Apelación de hecho

         iv.     Juicio Contencioso Tributario

         v.     Lesividad.
3.2.4.a.  Percepción

La Administración Tributaria es el órgano administrativo encargado de la administración, percepción y fiscalización de los tributos a favor del Fisco.  Dicho órgano está facultado para dictar normas generales para los efectos de la aplicación correcta de las leyes tributarias, dentro de los límites fijados por las disposiciones legales y reglamentarias pertinentes. (Art. 99 C.T.).  

Inicio del Procedimiento Administrativo. Actuación Fiscalizadora  (artículos 144 C.T. y 67 RGGFRT)
La actuación se inicia mediante una comunicación escrita y notificada al sujeto pasivo indicando:

°   Nombre del funcionario encargado del estudio

°   Criterio o criterios por los cuales fue seleccionado

°   Tributos y periodos a fiscalizar

°   Registros y documentos que debe tener a disposición de los funcionarios

°   Fecha de inicio.

Las actuaciones fiscalizadoras podrán ampliarse con respecto a periodos o impuestos a fiscalizar, en relación con lo comunicado originalmente al sujeto pasivo.  En este supuesto, deberá notificarse al sujeto fiscalizado los alcances concretos de tal ampliación.  

No obstante, si por causas imputables a la Administración, las actuaciones fiscalizadoras no se iniciaran efectivamente dentro del mes siguiente a la fecha de notificación de la comunicación de inicio, se entenderá nulo el inicio de actuación notificado y producido en lo que corresponda.  En el evento de que, posteriormente la Administración decida realizar la actuación fiscalizadora, deberá notificar el inicio de esa actuación, entendiéndose interrumpida a partir de la fecha de esta última notificación, el cómputo de la prescripción.
Contra la comunicación de inicio o ampliación de actuaciones no cabe recurso alguno, sin perjuicio de que, al impugnar el traslado de observaciones y cargos, se alegue cualquier nulidad procedimental en que se haya incurrido.-
Es importante destacar que como se indicó anteriormente, esta prerresolución determinativa tiene la importancia de que una vez notificada, se interrumpe el período de prescripción y el nuevo término empezará a contar a partir de la interposición de los recursos contra el acto determinativo, de manera tal que este procedimiento está sujeto a caducidad, por cuanto la Administración activa debe concluir el procedimiento dentro de un plazo improrrogable de tres años, contados como se indicó anteriormente, a partir de la notificación del inicio de actuaciones fiscalizadoras.
3.2.4.b.  Conclusión de Actuaciones Fiscalizadoras.

Concluidas las actuaciones, los órganos actuantes de la Administración, extenderán y entregarán al sujeto pasivo un acta de la conclusión de actuaciones, en la cual se le informará su resultado.  En el eventual caso, de que existieren diferencias en los rubros, bases o en las cuotas tributarias a favor de la Hacienda Pública, los funcionarios actuantes deberán informarle al sujeto fiscalizado, la cuantía de la obligación material o sustancial, de los intereses acumulados a esa fecha; así como las infracciones y las respectivas sanciones que se considere ha cometido, a efecto de tomar en cuenta la posibilidad de rebajar la sanción en montos que oscilan entre un 80% o un 30% según el caso. (Artículos 88 C.T. en relación con el 72 RGFRT) 

Efectos de la Regularización.

El pago realizado por parte del sujeto pasivo, extingue la obligación tributaria y libera al deudor y demás responsables y da por concluido el procedimiento administrativo.
No obstante la conformidad del sujeto pasivo con la propuesta de regularización, y constituir ésta una manifestación voluntaria de aceptación total o parcial de los resultados de las actuaciones fiscalizadoras y de las diferencias determinadas en las cuotas tributarias y sus intereses y reconociendo de esta forma la deuda determinada, el sujeto pasivo no podrá solicitar revisión de la regularización, excepto si ha incurrido en error de hecho en la apreciación de los hechos y las circunstancias inherentes a los cargos formulados.  En este caso, deberá plantear petición de conformidad con el artículo 102 del Código Tributario –procedimiento para resolver peticiones de los contribuyentes-, en este presupuesto le incumbe al contribuyente la carga de la prueba, quien deberá demostrar el supuesto error de hecho incurrido, en los términos y condiciones previstas en el artículo 353 de la Ley General de la Administración Pública, de aplicación supletoria por disposición del artículo 163 del Código Tributario.
El Tribunal Fiscal en varias oportunidades, ha declarado con lugar la petición de revisión interpuesta por los contribuyentes, tomando en cuenta que en algunos casos, el contribuyente ha incurrido en error de hecho en la apreciación de los hechos y del contenido y alcance del acta de regularización, sobre todo que en algunos casos en ésta aparecen relacionados tanto el inicio del procedimiento determinativo como el inicio del procedimiento sancionador.  Se ha establecido por jurisprudencia, que en estos casos la Administración Tributaria debe de iniciar nuevamente el procedimiento de inicio de actuaciones y conclusiones o en su caso, la conclusión de actuaciones fiscalizadoras.
Si en el acta se hizo constar la conformidad total o parcial del contribuyente con la propuesta de regularización, se procederá al registro de la deuda mediante el modelo D.115 “Liquidación de oficio por regularización”, debiendo el interesado hacer el ingreso respectivo mediante ese mismo modelo o bien formular, ante la Administración Tributaria que corresponda, una solicitud de aplazamiento o fraccionamiento.

Revisión por parte de la Administración Tributaria de las actuaciones y traslado de cargos
Cuando el sujeto fiscalizado manifieste disconformidad con los resultados, se continuará el procedimiento con la notificación del traslado de cargos y observaciones al sujeto pasivo.  En este supuesto, de previo a dictar la resolución determinativa, podrá acordarse dejar sin efecto el traslado de observaciones y cargos, con la debida motivación.  En tal caso, se podrá emitir el traslado de nuevo:  a) Con mera corrección de los errores detectados o, b) luego de que se practiquen actuaciones complementarias de fiscalización.  Dicha resolución deberá ser debidamente motivada. 
Es interesante destacar, que existe jurisprudencia administrativa por parte de la Administración Tributaria, anulando la conclusión de actuaciones y el traslado de cargos, por cambio de criterio en la jurisprudencia del Tribunal Fiscal Administrativo.  En los casos comentados, la nueva conclusión de actuaciones y el traslado de cargos, reforman en perjuicio lo ya resuelto en esos actos administrativos.  Concretamente se estableció la improcedencia de una serie de gastos a favor de los contribuyentes, entidades bancarias a las cuales se les había reconocido gastos por inversiones en fondos de liquidez.  En estos casos, el Tribunal Fiscal había reconocido un 25% por tal concepto, el cual fue anulado en sede jurisdiccional por los Tribunales Contencioso Administrativos, que declaró la improcedencia de tal gasto.  Ahora se discute en esta sede administrativa, la procedencia o no de la anulación de un acto administrativo de esta naturaleza en perjuicio del contribuyente, se invoca la prohibición que en tal sentido tiene el artículo 565 del Código Procesal Civil que dispone en lo que interesa:  “Prohibición de reforma en perjuicio.  La apelación se considerará solo en lo desfavorable al recurrente.  El superior no podrá, por lo tanto, enmendar o revocar la resolución en la parte que no sea objeto del recurso, salvo que la variación, en la parte que comprenda el recurso, requiera necesariamente modificar o revocar otros puntos de la resolución apelada.”  (Artículo 565 Código Procesal Civil).-

La tesis contrapuesta, es que esta limitación lo es para el recurso en grado, sea que es una limitación para el tribunal ad quen y no para el al quo, quien sí puede anular o dejar sin efecto lo ya resuelto por él cuando se esté en las condiciones previstas en el artículo 72 citado.- 
3.2.4.c.  Traslado de Cargos y Observaciones  

Vista inicial. Para realizar la determinación citada en el artículo 124 del Código Tributario, deberán efectuarse las actuaciones fiscalizadoras o de comprobación abreviada que se entiendan necesarias, como ya se indicó anteriormente. Concluidas estas actuaciones, los órganos actuantes de la Administración deberán proponerle al sujeto pasivo, mediante el procedimiento definido por reglamento, la regularización que corresponda. En el supuesto de que este sujeto pasivo no regularice su situación, se continuará el procedimiento trasladándole las observaciones o los cargos que se le formulen.
El contribuyente podrá pagar, bajo protesta, el monto del tributo y sus intereses determinados en el traslado de cargos u observaciones. Por ninguna circunstancia, dicho pago se considerará como una rectificación de la declaración ni como una aceptación de los hechos imputados en el traslado. En este caso, el contribuyente podrá impugnar el traslado de cargos en los términos de los artículos 145 y 146 del Código Tributario. En el evento de que la impugnación del contribuyente sea declarada, total o parcialmente, con lugar en sede administrativa o jurisdiccional, la Administración deberá reintegrar al contribuyente las sumas pagadas bajo protesta, junto con los intereses generados por éstas desde la fecha del pago hasta la fecha del crédito, o desde el día en que se ponga a disposición del sujeto pasivo. (Art. 144 C.T.).  “...el Traslado de Cargos constituye una simple audiencia preliminar, un acto administrativo de carácter preparatorio, el cual es el inicio del procedimiento determinativo, que conjuntamente con otros actos debidamente entrelazados e hilvanados unos con otros, desencadenan o concluyen en el acto determinativo previsto en el artículo 147 del Código Tributario, por el cual se fijan el “an” y el “quantum debeatur” de la obligación principal y en consecuencia el acto final del procedimiento administrativo, en donde la Administración Tributaria, ha intervenido como parte y juez en el mismo y se inicia a partir de este momento el proceso administrativo tributario, en caso de que el contribuyente, formal y oportunamente interponga recurso de apelación para ante este Tribunal, el cual como juez independiente e imparcial resuelve la litis planteada, dando por agotada la vía administrativa, lo cual abre el camino o la vía para que el contribuyente, acuda a la vía jurisdiccional mediante un juicio especial contencioso tributario en los términos y condiciones previstas en el artículo 165 del Código Tributario… (TFA No. 11-2003).
Impugnación del Traslado de Cargos y Observaciones

El contribuyente o responsable, puede dentro de los 30 días siguientes a la fecha de notificación del traslado, impugnar por escrito las observaciones o cargos formulados, debiendo especificar los hechos y los fundamentos legales de su inconformidad así como interponer las defensas y excepciones que considere pertinentes con respecto a las infracciones que se le atribuyen.  Debe proporcionar u ofrecer las pruebas de descargo.-  La impugnación es facultativa para el contribuyente, puesto que aun cuando éste no impugne el traslado de cargos, la Administración Tributaria debe en todo caso, dictar resolución determinativa en donde debe indicar entre otros requisitos formales y materiales, la existencia y cuantía de dicha obligación.-  

En el eventual caso de que el contribuyente, dentro de este procedimiento determinativo no señale lugar para oír notificaciones, dará lugar a que una vez dictada la resolución determinativa la misma se tenga por firme 24 horas después de dictada, o sea que se da un acto administrativo consentido y en consecuencia irrevisable en la vía administrativa y jurisdiccional, por lo que es importante para el contribuyente no solo impugnar el traslado de cargos y ofrecer la prueba de descargo, sino el señalamiento de lugar para oír futuras notificaciones.  
Interpuesta o no la impugnación dentro de los treinta días dispuestos para ello, la Administración cuenta con tres meses para el dictado de la resolución determinativa. (Arts.  146 y 40 párrafo final C.T.).  Estos plazos siempre son de carácter ordenatorio y no perentorio, de manera tal que vencidos los mismos, la Administración Tributaria siempre conserva la competencia para conocer y resolver, y sus actos son válidos y eficaces.-
Prueba.

El contribuyente puede invocar en defensa de sus derechos,  todos los medios de prueba admitidos por el derecho civil, con excepción de la confesión de funcionarios y empleados públicos.  
Los medios de prueba admitidos por el artículo 318 del Código Procesal Civil son:

1)  Declaración de las partes.

2)  Declaración de testigos.

3)  Documentos e informes.

4)  Dictámenes de peritos.
5)  Reconocimiento judicial.

6)  Medios científicos.

7)  Presunciones e indicios.
Carga de la Prueba.

Dispone el artículo 317 ibidem: La carga de la prueba incumbe:

1)  A quien formule una pretensión, respecto a las afirmaciones de los hechos constitutivos de su derecho.

2)  A quien se oponga a una pretensión, en cuanto a las afirmaciones de hechos impeditivos, modificativos o extintivos del derecho del actor.

Correlativamente, se dispone en el artículo 19 del Reglamento General de Gestión, Fiscalización y Recaudación Tributaria:
Carga de la prueba.  La carga de la prueba incumbe a la Administración Tributaria respecto de los hechos constitutivos de la obligación tributaria material, mientras que incumbe al contribuyente, responsable o declarante respecto de los hechos impeditivos, modificativos o extintivos de la obligación tributaria.  En ese sentido, corresponderá a estos últimos, según el caso, demostrar los hechos que configuren sus costos, gastos, pasivos, créditos fiscales, exenciones, no sujeciones, descuentos y en general los beneficios fiscales que alega existentes en su favor.  
Admisibilidad de la prueba.

La Administración Tributaria se encuentra facultada para admitir la prueba que considere útil, pertinente y necesaria para la sustanciación del procedimiento, por ser ésta una de las facultades del Órgano Administrativo.- (TFA No. 439-98 y Tribunal Superior Contencioso Administrativo, No. 1125, 9 horas 45 minutos del 21 de octubre de 1983).
Apreciación de las pruebas y defensas alegadas.
La Administración Tributaria en la resolución determinativa, deberá analizar las pruebas y las defensas alegadas por el contribuyente pues de lo contrario dicha determinación carece de uno de los requisitos indispensables para la validez del acto, cuya inobservancia dará lugar a la declaratoria de nulidad.-  (Artículo 147 C.T.)
3.2.4.d.  Resolución Determinativa. 
Resolución de la Administración Tributaria. Interpuesta o no la impugnación dentro del plazo de treinta días referido en el artículo anterior, el director general de la Administración Tributaria o los gerentes de las administraciones tributarias en quienes él delegue, total o parcialmente, deberán resolver el reclamo, así como dictar y firmar la resolución que corresponda, sobre las cuestiones debatidas.

La resolución determinativa deberá dictarse dentro de los tres meses siguientes al vencimiento del plazo para interponer el reclamo. Cuando no se interponga impugnación, la resolución deberán dictarla el director general de la Administración Tributaria o los funcionarios en quienes él delegue, total o parcialmente, dentro de los tres meses siguientes al vencimiento del plazo indicado.

Para efectos de la Administración Tributaria y de la responsabilidad de los funcionarios, este plazo será ordenatorio.  (Artículo 146 C.T.)
Requisitos de la resolución determinativa.

Toda resolución administrativa debe llenar los siguientes requisitos:

a) Enunciación del lugar y fecha;

b) Indicación del tributo, del período fiscal correspondiente;

c) Apreciación de las pruebas y de las defensas alegadas;

d) Fundamentos de la decisión;

e) Elementos de determinación aplicados, en caso de estimación sobre

la base presunta;

f) Determinación de los montos exigibles por tributos;

g) Firma del funcionario legalmente autorizado para resolver.

En los casos en que el sujeto pasivo no impugne el traslado de los cargos aludidos en el artículo 144, bastará que la resolución se refiera a ese traslado para que se tengan por satisfechos los requisitos indicados en los incisos c), d) y e) de este artículo, pero en todo caso deberá de dictarse dicha resolución determinativa.
l) Tramitación y resolución de los recursos de apelación  interpuestos por los contribuyentes contra las resoluciones dictadas por la Administración Tributaria.

De acuerdo con el análisis de las disposiciones legales contenidas en el Código de Normas y Procedimientos Tributarios y sus posteriores reformas, concretamente artículos 40, 146 y 163, la Administración Tributaria debe dictar resolución determinativa “…la resolución determinativa deberá dictarse dentro de los tres meses siguientes al vencimiento del plazo para interponer el reclamo. Cuando no se interponga la impugnación la resolución deberá dictarla el Director General de la Administración Tributaria o los funcionarios en quienes él delegue, total o parcialmente, dentro de los tres meses siguientes al vencimiento del plazo indicado…” (Artículo 146 C.T.). Igualmente el Tribunal Fiscal, tratándose de actos determinativos debe dictar la resolución dentro de los seis meses siguientes al vencimiento del plazo para interponer los recursos de revocatoria y apelación, cuando se presenten los alegatos y las pruebas dentro del plazo de quince días a que se refiere el artículo 156 del Código Tributario. Tratándose de recursos de apelación contra resoluciones sancionatorias, este Tribunal tiene plazo de hasta un año para resolver. (Artículo 150 C.T.)

Los términos anteriormente indicados para resolver, son de carácter ordenatorio y no perentorio, de manera tal que los órganos administrativos siempre mantienen la competencia para resolver aún con posterioridad al vencimiento de los mismos, de acuerdo con el artículo  63 inciso 2), de la Ley General de Administración Pública de aplicación supletoria, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 155 del Código Tributario, que dispone que: 

“…no se extinguen las competencias por el transcurso del plazo señalado para ejercerlas salvo regla en contrario…”   

Debe aclararse que con la resolución determinativa o sancionatoria, según el caso, de acuerdo con el artículo 54  del Código Tributario, se produce la interrupción de la prescripción con la interposición de los recursos contra las resoluciones de las administraciones tributarias y el nuevo término se computa, desde el primero de enero siguiente al año calendario en que la respectiva resolución quede firme.  Lo anterior ha dado origen a la interposición de la acción de inconstitucionalidad  Nº 06-001800-007-CO, de las catorce horas con veinte minutos del primero de marzo del dos mil seis, que se tramita actualmente en la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, a la cual se le ha dado curso y ha sido resuelta mediante voto No. S.C.V. 13850-08 cuyo voto se encuentra pendiente de redacción.  Ha dispuesto ese Alto Tribunal que la disposición contenida en el último párrafo del artículo 54 del Código Tributario que dispone:  “…Y el nuevo término se computa desde el primero de enero siguiente al año calendario en que la respectiva resolución quede firme…”, es constitucional, o sea que la interrupción de los recursos de revocatoria y apelación subsidiaria interpuestos contra la resolución determinativa y sancionatoria, interrumpen el plazo de prescripción y el nuevo plazo empieza a contar a partir del primero de enero siguiente al año calendario en que la respectiva resolución quede firme.  Es en virtud de lo anterior, que ahora el Tribunal está recibiendo expedientes administrativos contra resoluciones dictadas hace varios años, esta situación ha incrementado el inventario de expedientes que se encuentran pendientes de resolución.

ll) Notificaciones. 

El Código de Normas y Procedimientos Tributarios, establece en su artículo 137 las formas de notificación que puede utilizar la Administración Tributaria. Por su parte el artículo 29 ibídem, expone que: “…Los contribuyentes y los responsables pueden fijar un domicilio especial para los efectos tributarios con la conformidad expresa de la Administración Tributaria, la cual solo puede negar su aceptación, mediante resolución fundada firme, si resulta inconveniente para el correcto desempeño de las tareas de determinación y recaudación de los tributos. El domicilio especial así constituido es el único válido para todos los efectos tributarios. La Administración Tributaria puede en cualquier momento exigir la constitución de un domicilio especial o el cambio del ya existente, cuando, a través de una resolución fundada firme, demuestre que ocurre la circunstancia prevista en la última parte del primer párrafo de este artículo.”    

Lo anterior, en vista de que la Dirección General de Tributación no ha cumplido con la disposición antes indicada, ocasiona a este Tribunal serios inconvenientes dado que se presentan casos en los cuales el domicilio especial indicado se encuentra fuera del perímetro correspondiente y en lugares distantes. En estos casos, para practicar la respectiva notificación, se comisiona, a través del Área Administrativa de la Dirección General de Tributación, a las diferentes Administraciones Regionales Tributarias, para que las ejecuten, lo que implica una demora en la notificación de dichos asuntos. 

Sucede que en algunos casos la comisión se ha extraviado y en otros llega tardíamente, razón  por la cual el Tribunal ante esas situaciones se encuentra imposibilitado de devolver el expediente y notificar a la Administración Tributaria, hasta tanto no se reciba el resultado de la gestión. 

Por otra parte, una vez notificados los fallos se concede un plazo de tres días para que el contribuyente pueda presentar, si lo considera conveniente a sus intereses, la respectiva solicitud de adición y aclaración. Una vez vencido ese plazo, sin que el contribuyente haya presentado solicitud alguna, se   procede a efectuar la notificación a la Administración Tributaria a través de la devolución de los expedientes.

Además se presentan casos en los cuales los bufetes especializados en materia tributaria que representan a los contribuyentes, solicitan específicamente que se les notifiquen los diversos actos que se emiten, personalmente en su oficina profesional, lo cual ocasiona serias distorsiones en el normal desenvolvimiento de un proceso de resolución de  apelación, pues en estos casos es imposible realizar la notificación por medios alternativos, como por ejemplo, la electrónica u otros medios previstos en la Ley de Notificaciones Judiciales No. 8687  de fecha 4 de diciembre del año 2008, publicada en la Gaceta No. 20 de 29 de enero de 2009.

Lo anterior se solucionaría emitiéndose por parte de la Dirección General de la Administración Tributaria, una disposición de carácter general, ordenándole a las Administraciones Tributarias que se aplique el procedimiento de apelación previsto en el artículo 430 del Código Procesal Civil, de aplicación supletoria por disposición del artículo 155 del Código Tributario.  Dispone esa norma legal en lo que interesa:  

“…Admitida la apelación, se emplazará a las partes para que comparezcan ante el superior en defensa de sus derechos y expresen agravios al emplazar a las partes, se les prevendrá el señalamiento de casa u oficina para atender notificaciones en el mismo lugar…”.

De acogerse la recomendación apuntada, las notificaciones que realice el Tribunal se harán en forma más expedita y en consecuencia el acto administrativo adquiere validez y eficacia con la comunicación respectiva y la Administración Tributaria podrá ejecutarlo, ejerciendo la acción cobratoria respectiva o imponiendo la sanción administrativa según el caso.-
RECURSOS.

Recurso de Apelación.

Contra la resolución determinativa, los contribuyentes pueden interponer recurso de apelación para ante el Tribunal Fiscal Administrativo, dentro de los quince días siguientes a la fecha en que fueron notificados.  La Administración Tributaria que conozca del asunto, emplazará a las partes para que dentro del plazo de quince días se apersone ante el Tribunal Fiscal Administrativo, con el objeto de que presenten, si lo tienen a bien, los alegatos y las pruebas pertinentes en defensa de sus derechos.

Apelación de Hecho.

Denegada una apelación por la Administración Tributaria, el interesado puede acudir directamente ante el Tribunal Fiscal Administrativo y apelar de hecho, dentro del plazo de tres días en el caso de que la Administración Tributaria se encuentre dentro del mismo perímetro judicial de este Tribunal, caso contrario el plazo para interponerla es de cinco días hábiles, de acuerdo con el artículo 157 Código Tributario en relación con el artículo 585 del Código Procesal Civil.  

Admitidos los recursos interpuestos, el Tribunal Fiscal Administrativo adquiere la competencia para resolverlos, iniciándose de esta manera el proceso administrativo tributario. 

 MEDIDAS CAUTELARES  (105 y 106 C.T.)

Secreto Bancario.-  Autorización de Autoridad Judicial (art. 106 inc. e)  C.T. y 62 RGGFRT)
Información de Terceros.

Toda persona física o jurídica, pública o privada, estará obligada a proporcionar, a la Administración Tributaria, la información de trascendencia  tributaria, deducida de sus relaciones económicas, financieras y profesionales con otras personas.  La proporcionará como la Administración lo indique por medio de reglamento o requerimiento individualizado.  Este requerimiento de información deberá ser justificado, debida y expresamente, en cuanto a la relevancia tributaria. (Artículo 105 C.T.)
Los bancos, las instituciones de crédito y las financieras, públicas o privadas, deberán proporcionar información relativa a las operaciones financieras y económicas de sus clientes o usuarios.  En este caso, el Director General de la Tributación Directa, mediante resolución fundada, solicitará a la autoridad judicial competente que ordene entregar esa información, siempre que se cumpla con lo establecido en los párrafos siguientes de este artículo. (Artículo 106 inc. e) C.T.)
4.  PROCEDIMIENTO SANCIONADOR.
PROCEDIMIENTO DE IMPOSICIÓN DE SANCIONES ADMINISTRATIVAS: 

Con posterioridad a la promulgación de la Ley 7900 de 3 de agosto de 1999 y 8114 de 4 de julio de 2001, se estableció un procedimiento especial independiente y autónomo para imponer las sanciones administrativas, puesto que con anterioridad existía un procedimiento abreviado donde la sanción se establecía en el mismo procedimiento determinativo; con la nueva reforma producida al Código Tributario y jurisprudencia de este Tribunal, interpretando aquellas disposiciones legales, se ha establecido de manera clara y definitiva la independencia de este procedimiento sancionador con el procedimiento determinativo, disponiéndose al efecto, que para establecer las sanciones administrativas previstas en el artículo 81 del Código Tributario –que se relaciona con una multa aplicable de acuerdo al monto defraudado-, es requisito sine qua non, la existencia de una resolución determinativa firme en sede administrativa.  Si bien es cierto que en este procedimiento de comprobación e investigación, la Administración puede llegar también a formularse una idea acabada de la existencia de infracciones y de la imputabilidad de las mismas a una determinada persona, sin que al mismo tiempo se le haya otorgado el status propio del presunto infractor, solo puede hacerse a costa de violentar el debido proceso, al irrespetarse el derecho de defensa del supuesto infractor.  En este orden de ideas, aunque en una resolución determinativa, consten hechos, circunstancias y conductas, merecedoras de una sanción administrativa, es necesario que los cargos por dichas conductas se realicen en un procedimiento aparte, lo anterior con el objeto de que el contribuyente, pueda válida y legalmente ejercer su derecho de defensa en un eventual procedimiento sancionatorio, teniendo a la vista los fundamentos de hecho y de derecho de las resoluciones determinativas así como los argumentos y pruebas aportadas por el contribuyente.  En este procedimiento administrativo, como ha quedado demostrado, la falta de ingreso de sumas adeudadas por el contribuyente al Fisco, no necesaria e invariablemente conlleva la aplicación de una sanción, como sucede en la aplicación de sanciones administrativas por incumplimiento de simples deberes formales, a que se refiere el Código Tributario en sus artículos 78, 79, 80 y 80bis.  Caso contrario, tratándose de incumplimientos de obligaciones de carácter sustancial, no siempre dicho incumplimiento acarrea la aplicación de la sanción administrativa prevista por omisión o inexactitud, puede que dicha conducta obedezca a diversas situaciones que no necesariamente, implican que su conducta sea sujeta a una sanción por una multa proporcional al impuesto no satisfecho oportunamente, pues en algunos casos puede obedecer a una interpretación errónea pero razonada de las normas tributarias o de institutos relacionados directamente con éstas, en cuyo caso el intérprete tributario debe de analizar los hechos y las circunstancias de cada caso en particular, para determinar si efectivamente se dan los presupuestos para establecer la sanción correspondiente, tomando en cuenta entre otros aspectos, la buena o mala fe de los sujetos infractores, la cuantía del perjuicio económico causado a la hacienda pública, el incumplimiento de deberes formales de índole contable o registral así como desde luego, si la infracción tributaria ha obedecido a una interpretación errónea pero razonada de su situación económica, como por ejemplo deducibilidad de algunos gastos que aunque son necesarios para producir la renta, el legislador no los ha incluido taxativamente como erogaciones deducibles de aquel impuesto u otras deducciones que tengan un carácter similar.  En estos casos le incumbe al contribuyente, demostrar en el procedimiento sancionatorio que su conducta aunque ilegal, por haber dado lugar a una recalificación de impuestos, ha obedecido a circunstancias eximentes de responsabilidad, como podría ser error de hecho o de derecho en la apreciación de las circunstancias relativas a la determinación que ha dado origen al subsiguiente procedimiento sancionatorio.
4.1.  Inicio del Procedimiento Sancionador.

El procedimiento se inicia con una propuesta motivada del funcionario competente.  En el caso de que el supuesto infractor autodetermine la multa correspondiente, utilizando los medios establecidos al efecto y verificado el pago que corresponde, la Administración Tributaria dictará una resolución resumida concluyendo el procedimiento sancionador.-  Cuando no haya autodeterminación de la sanción, se pondrán en conocimiento del eventual infractor los cargos que se le imputan y se le concederá un plazo de diez días para que ejerza su defensa.  Agotado este procedimiento, la Administración dictará resolución respectiva dentro de los quince días hábiles siguientes.  La resolución tendrá recurso de revocatoria ante el órgano que dictó el acto, con apelación en subsidio para ante el Tribunal Fiscal Administrativo.  Ambos recursos deberán interponerse dentro del plazo de tres días hábiles, contados a partir de la notificación y este Tribunal deberá resolver dentro del plazo máximo de un año. (Artículo 150 C.T.)
4.2.  Suspensión de la resolución sancionatoria.
Como el procedimiento sancionador es autónomo e independiente del procedimiento determinativo, éste se inicia, tramita y se sustancia en forma separada de aquél, pero como la sanción administrativa que en definitiva resulte, depende del monto determinado en el procedimiento respectivo, este procedimiento sancionador una vez iniciado, tiene que esperar a la existencia de una resolución determinativa firme en sede administrativa, de manera tal que, si bien la Administración Tributaria puede y debe iniciar el procedimiento sancionador e inclusive dictar la resolución sancionatoria correspondiente, debe necesariamente, en caso de que se haya interpuesto recurso de apelación contra esta resolución, esperarse a que este Tribunal resuelva definitivamente el recurso contra la resolución determinativa, para que pueda continuarse válida y legalmente conociéndose de la apelación contra la resolución sancionatoria.  El procedimiento anterior ha sido avalado por los órganos jurisdiccionales aunque no exista uniformidad de criterio en ese sentido.  Efectivamente algunos tribunales son del criterio de que la Administración Tributaria, para establecer la sanción administrativa, necesariamente debe esperar que la resolución determinativa esté firme en sede administrativa, o sea que exista resolución de este Tribunal o que al no haberse impugnado ante este órgano, la misma se encuentre firme por haber sido consentida por la parte.  La tesis prevaleciente es que la Administración Tributaria puede y debe dictar la resolución sancionatoria sin que exista resolución determinativa en firme y que es el Tribunal Fiscal Administrativo el que debe suspender el dictado de la resolución final sancionatoria, hasta tanto no esté firme la resolución determinativa.- (Tribunal Contencioso Administrativo, Sección Primera, Segundo Circuito Judicial de San José, Goicoechea, No. 86-2006, 10 horas 15 minutos 1 de marzo, 2006).  Se ha indicado que:  “…El procedimiento sancionador y la imposición de la sanción administrativa, no requiere la firmeza del acto, esto tratándose de la resolución administrativa de la Administración Tributaria, por tanto ésta puede imponerla y el Tribunal Fiscal Administrativo, al conocer de la sanción suspenderá el dictado final, hasta que esté firme en sede administrativa la resolución determinativa…”.-
4.3. Resolución Sancionatoria por parte de la Administración Tributaria.

Como se indicó anteriormente, la Administración Tributaria debe iniciar el procedimiento sancionador, comunicándole al supuesto infractor las infracciones administrativas que se presume haber cometido, este acto administrativo debidamente notificado interrumpe la prescripción y el nuevo término comienza a correr a partir del primero de enero del año siguiente a aquel en que la respectiva resolución quede firme.

Como normalmente el procedimiento determinativo y el sancionador se tramitan en forma concomitante, debe dictarse primero la resolución determinativa que fija el an y el quantum de la obligación tributaria y posteriormente, se dicta la resolución sancionatoria que está directa y proporcionalmente relacionada con la suma determinada, habida cuenta de que la legislación patria ha establecido la sanción de un 25% o un 75% de la suma determinada, dependiendo de la existencia de culpa o dolo respectivamente.- 
TRIBUNAL FISCAL ADMINISTRATIVO DE COSTA RICA
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I.  Constitución

Este Tribunal, fue creado por la Ley n° 3063 de 14 de noviembre de 1962, originalmente estuvo integrado por una Sala, conformada por dos Abogados, un Ingeniero Civil, un Ingeniero Agrónomo y un Contador Público.  Los miembros del Tribunal eran designados por el Poder Ejecutivo, de una terna elaborada al efecto por los respectivos Colegios Profesionales. El período de sus nombramientos era de cuatro años.

Dicha Ley, fue reformada por la Ley n° 3274 de 6 de febrero de 1964, publicada en La Gaceta número 34 de once de febrero de ese mismo año, donde se establece la prohibición de sus miembros para el ejercicio liberal de su profesión, excepción hecha de la docencia.

Luego, mediante la Ley n° 4755 de 29 de abril de 1971, al promulgarse el Código de Normas y Procedimientos Tributarios, en delante denominado Código Tributario, siguiendo los lineamientos del Código Modelo para América Latina, se incluye en el Título V, todo lo referente a la organización y funcionamiento del Tribunal, el cual se divide en dos Salas y sus Jueces son equiparados salarialmente, a los Jueces Superiores de la Corte Suprema de Justicia (artículo 161 In fine C.T.).

Posteriormente, se promulgó el “Pacto de San José de Costa Rica” “Convención Americana sobre Derechos Humanos”, suscrito en la ciudad de San José, Costa Rica, el 22 de noviembre de 1969, cuyo país es sede de la Corte Interamericana de Derechos Humanos.  Dentro de la normativa contenida en dicho convenio, se establece un artículo de   Garantías Judiciales, que dispone en lo que interesa:
“1.  Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal, o de cualquier otro carácter…
2.  …Durante el proceso, toda persona tiene el derecho, en plena igualdad, a las siguientes garantías mínimas:  …h) derecho de recurrir del fallo ante juez o tribunal superior.-

Bajo el marco jurídico anterior se analizará la naturaleza y funcionamiento de este Tribunal, como contralor de la legalidad de las actuaciones de las Administraciones Tributarias del país, cuyos fallos agotan la vía administrativa, de manera tal que el acto administrativo es ejecutivo y ejecutorio para la Administración.  Por otra parte, el contribuyente puede opcionalmente acudir a la vía judicial, demandando la nulidad del acto administrativo, con los derechos y garantías establecidos en la ley que norma la materia.
II.  Funcionamiento

A diferencia de su Constitución original, que lo era en un solo cuerpo colegiado, e integrado como se indicó anteriormente, a partir de la vigencia de la Ley n° 4755 citada, el Contador Público Autorizado fue sustituido por un abogado.  Y actualmente funciona con dos Salas especializadas, presididas por un mismo abogado designado por el Poder Ejecutivo.

La Sala Primera -integrada por abogados- conoce fundamentalmente de impugnaciones contra actos administrativos de determinaciones de impuestos, peticiones y consultas que realicen diversas Administraciones Tributarias del país.  (Artículos 156 y 158 C.T.)

La Sala Segunda, integrada actualmente por dos Abogados y un Ingeniero Agrónomo, conoce igualmente de recursos contra determinaciones practicadas por las Administraciones Tributarias del país y de determinaciones practicadas por las Municipalidades sobre valores de bienes inmobiliarios, por disposición expresa del artículo 19 de la Ley de Impuesto de Bienes Inmuebles N° 7509 de 9 de mayo de 1995 reformada por Ley N° 7729 del 1 de enero de 1998, publicada en La Gaceta N° 245 de 19 de diciembre de 1997.  El Tribunal tiene su sede en la Ciudad de San José, y competencia en toda la República, sin perjuicio de establecer oficinas en otros lugares del territorio nacional. (Artículo 158 C.T.).

III.  Ubicación del Tribunal

Presupuestariamente, el citado Tribunal depende del Programa 135-01, parte del Presupuesto del Ministerio de Hacienda.  Sus instalaciones físicas, se ubican en el cantón Central de la provincia de San José, avenida central, calle quinta, costado noreste de la Plaza de la Cultura, Edificio La Llacuna, piso 14. En esas instalaciones, funcionan sus dos Salas con cinco Miembros, una abogada instructora, una Dirección Legal Tributaria constituida por 8 abogados y una Dirección Contable Financiera constituida por 9 auditores, ambas Direcciones cuentan con un Director y un Subdirector y su personal administrativo constituido por un notificador y 4 auxiliares de Tribunal.

IV.  Integración

El Tribunal Fiscal Administrativo está integrado por un Presidente y cuatro propietarios. 

La Sala Primera está constituida por tres miembros abogados y la Sala Segunda por dos abogados y un ingeniero agrónomo.  Las Salas son presididas por un mismo abogado.  Sus integrantes, tienen una retribución salarial similar a la de los miembros de los Tribunales Superiores de la Corte Suprema de Justicia, que es aproximadamente de cuatro mil dólares, dependiendo de varias circunstancias, como salario base, y otros sobresueldos como antigüedad, carrera profesional, etc.

V.  Nombramiento

El Poder Ejecutivo, constituido por el Señor Presidente de la República y el Ministro de Hacienda, designan individualmente al Presidente y a los cuatro propietarios, previo concurso de antecedentes, que ha de efectuarse formalmente, con la intervención de las autoridades que establece el Estatuto de Servicio Civil (artículos 160 y 161 C.T.).  El plazo de nombramiento es por tiempo indefinido.

VI.  Organización

El Tribunal está organizado en el título V, capítulo I, artículos 158 y siguientes del Código Tributario, aprobado mediante la Ley n° 4755, decretada por la Asamblea Legislativa el 29 de abril de 1971, sancionada por el Presidente de la República el 3 de mayo del mismo año y entró en vigencia el 1 de julio siguiente.

Este Órgano, es de plena jurisdicción e independiente en su organización, funcionamiento y competencia del Poder Ejecutivo; sus fallos agotan vía administrativa, (artículo 158 C.T.) y contra ellos el administrado, puede interponer proceso contencioso administrativo dentro del plazo de tres años, por cuanto se señala que para instaurar el proceso correspondiente, el plazo de prescripción es el mismo que el establecido para la prescripción de los tributos (artículo 41 de la Constitución Política de Costa Rica; artículo 165 del Código Tributario  y 31 y 165 y concordantes del Código Procesal Contencioso Administrativo, Ley 8508 del 28 de abril de 2006, publicado en El Alcance No. 38 al Diario Oficial La Gaceta del 22 de junio de 2006).

La Administración Tributaria puede igualmente impugnar ante la Sede Jurisdiccional lo resuelto por este Tribunal, debiendo adjuntar autorización escrita del Ministerio de Hacienda, el cual deberá motivar las razones por las cuales estima que la resolución es lesiva a los intereses del Estado y no se ajusta al ordenamiento jurídico establecido.  En estos casos, la resolución una vez declarada lesiva a los intereses fiscales, podrá ser impugnada en la Sede Jurisdiccional,  dentro del plazo de un año que correrá a partir del día siguiente a aquel en que se ha dictado, la Administración Tributaria a través de la Procuraduría General de la República, deberá interponer ante los Órganos Jurisdiccionales el respectivo juicio de lesividad, (artículo 34 Código Procesal Contencioso Administrativo).-

VII.  Naturaleza Jurídica del Tribunal

El Tribunal es un órgano de plena jurisdicción e independiente en su organización, funcionamiento y competencia del Poder Ejecutivo, por lo que posee un grado de desconcentración máxima, y sus fallos agotan la vía administrativa (artículo 158 C.T.).

El Tribunal Fiscal Administrativo tiene prohibición expresa, para aplicar decretos, reglamentos, acuerdos u otras disposiciones que sean contrarias a la ley. (Artículo 164 inc. “c” I C.T.).  Es importante destacar, el comentario que sobre el particular hace el distinguido tratadista Dr. Ramón Valdés Costa sobre el tema:  

“…Entre sus méritos debe citarse la prohibición de aplicar los actos administrativos, generales o particulares, contrarios a la ley, norma que tampoco armoniza con el carácter administrativo que le atribuye la ley, y sí con el de órgano judicial…”

(El Contencioso Tributario en América Latina. Dr. Ramón Valdés Costa. Separata de la Revista Uruguaya de Derecho Procesal, Montevideo 1982).
En realidad solo es un órgano de tutela administrativa o jerárquico impropio respecto de la llamada “Administración Tributaria” y sus fallos no tienen otro efecto que el de agotar la vía administrativa, abriendo paso a la acción jurisdiccional propiamente dicha.  Con otras palabras, lo que está constitucionalmente vedado es la creación de cualquier tribunal administrativo, cuyos fallos tengan o puedan adquirir la inimpugnabilidad propia de la autoridad de la cosa juzgada jurisdiccional, lo cual obviamente, no sucede con las del Tribunal Fiscal Administrativo, que solo cierran la vía administrativa y abren la judicial, en concreto, la del llamado proceso “contencioso tributario o impositivo” (Cap. IV Sección Primera artículos 82 y 83 Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso Administrativo).

Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia. Voto n° 1148-90 de las 17 horas del 21 de setiembre de 1990.-  

Recientemente la misma Sala Constitucional, mediante voto S.C.V. 03669-2006 de las 15 horas del 15 de marzo del año 2006 y disposiciones contenidas en el Código Procesal Contencioso-Administrativo, vigente a partir del 1 de enero del 2008, se ha dispuesto el agotamiento no preceptivo de la vía administrativa ante este Tribunal, de manera tal que el administrado o contribuyente, puede impugnar directamente lo resuelto por las Administraciones Tributarias, directamente ante la Sede Jurisdiccional.-  

No obstante lo anterior, si el contribuyente ha radicado su querella en este Tribunal, no puede alternativamente ventilar su controversia tributaria en la Sede Jurisdiccional.  Lo anterior en virtud de lo dispuesto en el artículo 32 del citado Código Procesal Contencioso.-  

VIII. Competencia

El Tribunal tiene competencia en toda la República y como se indicó, funciona con dos salas especializadas, que conocen indistintamente de los recursos de apelación contra las resoluciones determinativas de impuestos que dictan las doce Administraciones Tributarias Territoriales adscritas al Ministerio de Hacienda, las ochenta y una Municipalidades del país, el Instituto de Fomento y Asesoría Municipal (IFAM) y el Instituto de Desarrollo Agrario (IDA), para un total de noventa y cinco Administraciones Tributarias, de acuerdo a lo dispuesto por el C.T. y  leyes especiales, que le asignan su competencia.

Proceso Administrativo.

“Para tramitar los asuntos a su cargo, el Tribunal establecerá plazos comunes e improrrogables a las partes para que presenten sus alegaciones y pruebas de descargo, dentro del espíritu de la búsqueda de la verdad real de los hechos y la necesaria celeridad del procedimiento. Para desvirtuar las afirmaciones y los cargos hechos por la Administración Tributaria, los administrados podrán acudir a cualquier medio de prueba aceptado por el ordenamiento jurídico positivo aplicable. Los informes y certificaciones de los contadores públicos autorizados, de otros profesionales que tengan fe pública, o de las autoridades públicas competentes, designadas en forma independiente por el Tribunal Fiscal Administrativo, hacen plena prueba y, en tal caso, la carga de la prueba para desvirtuarlos correrá a cargo de la Administración Tributaria.-  Los actos que resuelvan recursos interpuestos contra resoluciones determinativas de tributos, deben dictarse dentro de los seis meses siguientes al vencimiento del plazo para interponerlos, cuando se presenten los alegatos y las pruebas dentro del plazo señalado por el artículo 156 del presente código.  En los casos en que los sujetos pasivos presenten pruebas de descargo fuera de dicho plazo, se dictará la resolución determinativa dentro de los seis meses posteriores a la recepción de éstas.” (Así reformado por el artículo 11 de la Ley de Justicia Tributaria No.7535 del 1 de agosto de 1995. El artículo 10 corrigió su numeración, traspasándolo del antiguo 154 al actual)”

Concomitantemente el artículo 40 dispone que: 

“…En aquellos casos en que la resolución determinativa de la obligación tributaria por la que resuelva recursos contra dichas resoluciones se dicte fuera de los plazos establecidos en los artículos 146 y 163 de este código, el cómputo de los intereses se suspenderá durante el tiempo en que se haya excedido para la emisión de dichos actos.- Cuando el exceso de dicho plazo se configure por conducta imputable a funcionarios éstos tendrán las responsabilidades señaladas en la Ley de Administración Pública”.- 

IX.  Principios Procesales y Sustanciales que rigen su actividad

1.  Principios Sustanciales: 

Legalidad, Justicia e Imparcialidad Administrativa, Irretroactividad, Generalidad, Capacidad Económica y Debido Proceso.

Legalidad:  La Administración Pública actuará sometida al ordenamiento jurídico y solo podrá realizar aquellos actos o prestar aquellos servicios públicos que autorice dicho ordenamiento, según la escala jerárquica de sus fuentes.- (Artículo 11 LGAP)

Justicia e Imparcialidad:  Los funcionarios de la Administración Tributaria aplicarán las leyes orientados por un espíritu de justicia, y bajo el principio de imparcialidad administrativa, de modo que no puede exigírsele al contribuyente más de aquello con lo que la propia ley ha querido que coadyuve al sostenimiento de las cargas públicas. (Artículo 3 RGGFRT).
Irretroactividad:  A ninguna ley se le dará efecto retroactivo en perjuicio de persona, o de sus derechos patrimoniales adquiridos o de situaciones jurídicas consolidadas. (Artículo 34 CPCR)
Nadie puede ser condenado por acciones u omisiones que en el momento de cometerse no fueran delictivos según el derecho aplicable.  Tampoco se puede imponer pena más grave que la aplicable en el momento de la comisión del delito.  Si con posterioridad a la comisión del delito la ley dispone la imposición de una pena más leve, el delincuente se beneficiará de ello. (Artículo 9 de Pacto de San José de Costa Rica) 
Realidad:  Cuando la norma relativa al hecho generador se refiera a situaciones definidas por otras ramas jurídicas, sin remitirse ni apartarse expresamente de ellas, el intérprete puede asignarle el significado que más se adapte a la realidad considerada por la ley al crear el tributo.  Las formas jurídicas adoptadas por los contribuyentes no obligan al intérprete, quien puede atribuir a las situaciones y actos ocurridos una significación acorde con los hechos, cuando de la ley tributaria surja que el hecho generador de la respectiva obligación fue definido atendiendo a la realidad y no a la forma jurídica.  Cuando las formas jurídicas sean manifiestamente inapropiadas a la realidad de los hechos gravados y ello se traduzca en una disminución de la cuantía de las obligaciones, la ley tributaria se debe aplicar prescindiendo de tales formas.-
Generalidad:  Los costarricenses deben observar la constitución y las leyes, servir a la patria, defenderla y contribuir para los gastos públicos.  (Artículo 18 CPCR)
Igualdad:  Todo hombre es igual ante la ley y no podrá hacerse discriminación alguna contraria a la dignidad humana.  (Artículo 33 CPCR)
2.  Principios Procesales:   
a) Principio de impulso procesal. b) Principio de Bilateralidad. c) Principio de Escritura. d) Principio de Preclusión. e) Principio de Economía Procesal. f) Principio de Inmediación. g) Principio de Legalidad de las Formas. h) Principio de Oficiosidad. i) Principio de Verdad Material. j) Principio de Verdad Real, k) Indubio pro actione agit o principio pro sentencia.

a) Principio de impulso procesal:  El proceso se inicia con la demanda pero se desarrolla por impulso oficial y por actividad de las partes.  Los jueces son responsables de cualquier demora siempre que ello sea producto de su negligencia.  El impulso del procedimiento administrativo se realizará de oficio, sin perjuicio del que puedan darle las partes.   (Artículo 1 CPC y 222 LGAP)
b) Principio de bilateralidad: Implica la necesidad ontológica de la existencia de dos partes, con intereses contradictorios, que exponen para su dilucidación ante un tercero imparcial e independiente.  En la práctica, implica que el juez o tribunal no puede dictar un acto sin oír previamente a ambas partes.

c) Principio de escritura:  En oposición al principio de oralidad, significa que las pretensiones de las partes y los actos procesales se materializan en actos escritos.  En materia fiscal prevalece este principio, con muy pocas concesiones al de oralidad.

d) Principio de publicidad:  Regla que deriva del principio republicano de la publicidad de los actos de gobierno, consiste en que todos los actos jurisdiccionales, al igual que todos aquellos que conforman el proceso, pueden ser presenciados y conocidos no sólo por los sujetos procesales, sino incluso por los terceros.
e)  Principio de preclusión:  Conforme a este precepto de origen romano-canónico, el proceso se divide en varias etapas, en cada una de las cuales hay que realizar ciertos actos procesales, que carecerán de eficacia si son ejecutados en etapas distintas de las debidas.

f)  Principio de economía procesal:  Esta norma -que se configura, en realidad, con todo un conjunto de principios (el de concentración, el de eventualidad y el de celeridad)- tiene como rasgo distintivo el de postular la abreviación del proceso, eliminando todos los actos que sean meramente dilatorios, aunque siempre respetando el límite del derecho de defensa y evitando los apresuramientos conducentes a errores in indicando.
g) Principio de inmediación:  Implica la necesidad de que el órgano jurisdiccional tome contacto directo con los otros sujetos procesales, y de que todos los actos procesales relevantes para la dilucidación del pleito sean realizados en presencia de aquél.
h) Principio de legalidad de las formas:  Significa que el tiempo, el lugar y la forma de los actos procesales deben ser los establecidos en la ley.

i) Principio de oficialidad:  Opuesto al principio dispositivo, es el que gobierna los procesos tributarios.  Así, conforme a este principio, el impulso y el desarrollo del proceso no dependen solamente de lo peticionado por las partes, sino que están determinados preponderantemente por la actuación del Tribunal Fiscal.

j)  Principio de verdad material:  Título que recibe la regla por la cual el magistrado debe descubrir la verdad objetiva de los hechos investigados, independientemente de lo alegado y probado por las partes.
k)  Principio de verdad formal:  Implica que el juez debe tener por auténticos o ciertos todos los hechos que no hayan sido controvertidos.  Por su parte, en lo que atañe a los controvertidos, según esta regla se atenderá a las probanzas arrimadas por cada una de las partes.

l)  Principio de caducidad o perención de instancia:  Consiste en que una falta de actividad procesal idónea para el impulso de la causa genera su caducidad; además, implica el desistimiento del proceso por parte del sujeto renuente, aunque éste conserve el derecho articulado.
Aplicación de los principios del procedimiento administrativo.  
En Costa Rica el artículo 13 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional No. 7135 de 11 de octubre de 1989, dispone el carácter vinculante de los precedentes de la Sala Constitucional indicando que la jurisprudencia es vinculante erga omnes para todos los tribunales del país, salvo para sí misma.  

En vista de lo anterior, es importante y trascendente transcribir aquí lo resuelto por aquel Alto Tribunal de la República, sobre algunos de los principios antes enumerados aplicables al procedimiento y proceso administrativo y judicial en materia tributaria; destacando que dichos principios en algunos casos, tienen rango constitucional supra legal y prevalecen sobre disposiciones expresas contenidas en la ley:
1.-  “…El derecho de defensa o derecho al debido proceso en materia administrativa comprende básicamente:  a) Notificación al interesado del carácter y fines del procedimiento; b) derecho de ser oído y oportunidad del interesado para presentar los argumentos y producir la prueba que entienda pertinente; c) oportunidad para el administrado de preparar su alegación, lo que incluye necesariamente el acceso a la información y a los antecedentes administrativos vinculados con la cuestión de que se trate; ch) derecho del administrado de hacerse representar y asesorar por abogados, técnicos y otras personas calificadas; d) notificación adecuada de la decisión que dicta la administración y los motivos en que ella se funde, e) derecho del interesado de recurrir la decisión dictada. S.C.V. 211-95 (En sentido similar: 3758, 1751, 1697, 539 todas de 1994; 1734-91; 15-90)
2.-  Reglas unívocas de la Ciencia y de la técnica.  Razonabilidad y proporcionalidad. “Como principio general de Derecho, contenido en el artículo 16 de la Ley General de la Administración Pública, en ningún caso pueden dictarse actos contrarios a reglas unívocas de la ciencia o de la técnica, o a principios elementales de justicia, lógica o conveniencia, conceptos que se resumen en la razonabilidad y proporcionalidad de la norma como parámetros de constitucionalidad.  Y como la categoría económica de lo que son los “ingresos netos” desde el punto de vista técnico, no acepta ninguna otra concepción o interpretación, como no sea la de la totalidad de los ingresos o ingresos brutos, menos todos los gastos y deducciones legítimas, o bien, como lo afirma la Procuraduría General de la República en su escrito a folios 89 y siguientes, en el sentido que los ingresos netos son “entendidos como el beneficio líquido que se obtiene después de efectuar todos los gastos y liquidaciones”, entonces resulta que la norma se excede al definirlos únicamente en forma parcial, lo que hace que el párrafo transcrito en el Considerando anterior, resulte violatorio de los principios generales y constitucionales del Derecho Tributario de la igualdad ante el tributo y ante la ley, de la generalidad, por resultar afectadas las actividades singularmente y en su perjuicio, al no permitírseles calcular los ingresos netos aplicando las reglas y los principios universales del Derecho Financiero, adquiriendo el tributo el carácter de discriminatorio y por último, el principio de proporcionalidad, puesto que por la vía del texto que se analiza, se obliga a los sujetos activos del tributo, a pagar más de lo que les corresponde.”  Ver art. 33 CP.  1994. Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia. Voto N° 5990-94 de las 9:09 hrs. del 14 de octubre. Acción de Inconstitucionalidad. 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO  TRIBUNAL FISCAL ADMINISTRATIVO
PROCESO TRIBUTARIO.-

Resuelta la controversia por parte de la Administración Tributaria, interpuestos los recursos correspondientes y admitidos los mismos, se inicia el proceso contencioso administrativo, con la intervención, como se indicó anteriormente, de un órgano administrativo con control jurisdiccional, de los actos de la Administración Tributaria de la cual es independiente en cuanto a su organización, funcionamiento y competencia y cuyos fallos agotan la vía administrativa, lo que asegura la imparcialidad, justicia e independencia de sus fallos, propias del juez.  
Este órgano administrativo tiene su fundamento jurídico en el Título IV Capítulo I artículo 158 a 164 del Código Tributario y artículo 8 inciso 1 y 2 inciso h) del Pacto de San José que dispone en lo que interesa:  “…1. Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter. 2. Toda persona inculpada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se establezca legalmente su culpabilidad.  Durante el proceso, toda persona tiene derecho, en plena igualdad, a las siguientes garantías mínimas: …h) derecho de recurrir del fallo ante juez o tribunal superior.”. 
1.  Resolución del Tribunal Fiscal Administrativo.

Este Tribunal debe resolver el recurso de apelación contra las resoluciones determinativas de tributos, dentro de los seis meses siguientes al vencimiento del plazo para interponerlo, cuando se presenten los alegatos y las pruebas de descargo dentro del plazo señalado al efecto por el artículo 156 del Código Tributario.  En los casos en que los sujetos pasivos presenten pruebas de descargo fuera de dicho plazo, se dictará resolución determinativa dentro de los seis meses posteriores a la recepción de éstas. (Artículo 163 último párrafo C.T.).  
2. Evacuación de la prueba en esta instancia administrativa.

En virtud de lo dispuesto en el citado artículo en relación con el 575 del Código Procesal Civil de aplicación supletoria por disposición del artículo 155 del C.T., este Tribunal podrá ordenar recibir solo la que considere indispensable para el esclarecimiento de la verdad real de los hechos.  En este sentido, fundamentalmente se ordena practicar una vista oral con presencia de las partes involucradas, sean el contribuyente y la Administración Tributaria y es usual la admisión de la prueba pericial que se requiere para apreciar hechos o circunstancias que exijan conocimientos especiales extraños al derecho.  En materia tributaria es muy común el recurso de dictámenes de peritos contables que tengan fe pública o de autoridades públicas competentes, designadas en forma independiente por este Tribunal, las cuales constituyen plena prueba y en tal caso, la carga de la prueba para desvirtuarlos correrá a cargo de la Administración Tributaria.  
3.  JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO EN LA SEDE JUDICIAL.
Contra los fallos del Tribunal Fiscal Administrativo, el interesado o la Administración Tributaria por intermedio de la Procuraduría General de la República, pueden establecer juicio contencioso administrativo ante la sede jurisdiccional de la Corte Suprema de Justicia de Costa Rica, perteneciente al Poder Judicial, Tercer Poder de la República.  En este caso, el contribuyente puede formularlo dentro del plazo de prescripción establecido para la materia tributaria, que de acuerdo con el artículo 51 del Código Tributario, es de tres o cinco años según el caso.  

La Administración Tributaria cuando pretenda demandar la anulación del acto administrativo dictado por este Tribunal, deberá por medio del superior jerárquico supremo, sea por medio del Ministro de Hacienda, declararlo lesivo a los intereses públicos, económicos o de cualquier otra naturaleza.  El plazo máximo para ello será de un año, contado a partir del día siguiente a aquel en que haya sido dictado.  

Debe acotarse que toda resolución administrativa debe ser notificada a las partes dentro de los cinco días siguientes al de su emisión (artículo 2 de la Ley de Notificaciones Judiciales No. 8687).
4.  Ejecutividad y Ejecutoriedad de las Resoluciones Determinativas.

La ejecución de las resoluciones determinativas que agotan vía administrativa en este Tribunal, deberán efectuarse dentro de los quince días siguientes a aquel en que se les notifique por parte de la Administración Tributaria, la liquidación del fallo correspondiente.  En este caso, si el contribuyente manifiesta su inconformidad contra la liquidación e interpone recurso de apelación para ante este Tribunal, el cobro se suspenderá hasta tanto no sea resuelto por este Órgano Administrativo.

Ahora bien, en caso de que el contribuyente decida unilateral y voluntariamente acudir directamente a la vía jurisdiccional sin agotar vía administrativa ante este órgano administrativo, la Administración Tributaria correspondiente podrá proceder a ejecutar el acto administrativo, sea a exigir el pago de la obligación principal y sus respectivos intereses, habida cuenta de que la interposición de un juicio contencioso administrativo en sede jurisdiccional, no suspende sus efectos.-
PUBLICIDAD DE LOS FALLOS DEL TRIBUNAL FISCAL ADMINISTRATIVO
La Administración Tributaria debe dar a conocer de inmediato lo resuelto por este Tribunal, de acuerdo con el artículo 101 del Código Tributario, por medio del diario oficial y otros medios publicitarios adecuados a las circunstancias, las resoluciones o sentencias dictadas por este Órgano.  De acuerdo con la confidencialidad de las informaciones tributarias contenida en el artículo 117 y siguientes, la publicidad de los fallos para terceros debe omitir cualquier dato que identifique en lo particular al contribuyente involucrado en tales resoluciones.  Por esa razón, es que se encuentra disponible la información de las resoluciones en dos sentidos: 
a)  El primero corresponde al texto íntegro de la sentencia, cuyo acceso está limitado a los funcionarios tributarios por medio del Intranet del Ministerio.

b)  El segundo, a resoluciones a las cuales  se les ha suprimido el nombre del contribuyente involucrado, de acceso al público por medio de la dirección IP:  http://196.40.56.21/scij_mhda/ que corresponde al Sistema Nacional de Legislación Vigente (SINALEVI), sitio WEB de la Procuraduría General de la República de Costa Rica.

La Unidad de la Dirección General de la Administración Tributaria encargada de la publicación de dichos fallos es su División Normativa, la cual después del procedimiento correspondiente, divulga por la vía indicada, las resoluciones de este Tribunal con una dilación de dos meses posteriores a la notificación.  Debe indicarse que el plazo que gozan los Tribunales en  Costa Rica para notificar sus fallos, de acuerdo con el artículo 2 de la Ley de Notificaciones No. 8687 de 29 de enero del 2009, es de cinco días después de dictadas.-    
XV.  Conclusión

Es importante destacar, que ante el buen prestigio que goza este Tribunal en el país, se han creado nuevos tribunales administrativos, como el Tribunal Aduanero, los cuales funcionarán, en forma similar a este Tribunal.

También debe destacarse el hecho, del reducido número de asuntos que son objeto de Juicio Contencioso Especial Tributario, ante los órganos jurisdiccionales.

EL TRIBUNAL FISCAL ADMINISTRATIVO Y EL PROCESO  TRIBUTARIO A LA LUZ DEL NUEVO CÓDIGO PROCESAL CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. LEY No. 8508 DE 28 DE ABRIL DE 2006, VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE ENERO DEL AÑO 2008
a)  Vigencia del Código de Normas y Procedimientos Tributarios.-

El procedimiento y proceso contencioso administrativo tributario, regulado en el actual Código Tributario se mantiene vigente con las limitaciones y alcances establecidas por la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, contenidas en el voto S.C.V 03669-2006 de las 15 hrs. del 15 de marzo del año 2006 (Exp. 04-011636-0007-CO).  Mediante esta resolución se establece el agotamiento no preceptivo de la vía administrativa ante este Tribunal.- 
1)  Derogatorias Expresas.- 

Ninguna
2)  Reformas

3) Reforma del cuarto párrafo del artículo 150 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios.-  

Crítica:

En realidad lo que se reforma son el tercer y cuarto párrafos y así debió haberse indicado clara y expresamente. 

Estas disposiciones establecen la fase recursiva de las resoluciones de la Administración Tributaria relativas al procedimiento sancionador y no propiamente al procedimiento determinativo.

El tercer párrafo del artículo 150 del C.N.P.T., que no se reforma, establece expresamente:

“…la resolución tendrá recurso de revocatoria ante el órgano que dictó el acto, con apelación en subsidio para ante el Tribunal Fiscal Administrativo.  Ambos recursos deberán interponerse dentro del plazo de tres días hábiles contados a partir de la notificación. Este Tribunal deberá resolver dentro del término máximo de un año.”

Con la reforma se establece la facultad de interponer los recursos mencionados y agrega:   
“…sin perjuicio de que el interesado pueda acudir directamente a la vía jurisdiccional…”.

Con la reforma indicada la disposición queda de la siguiente manera:

“….Contra la resolución cabrá recurso de revocatoria ante el órgano que dictó el acto, con apelación en subsidio para ante el Tribunal Fiscal Administrativo, sin perjuicio de que el interesado pueda acudir directamente a la vía jurisdiccional. Ambos recursos deberán interponerse  dentro del plazo de tres días hábiles, contados a partir de la notificación.  Este Tribunal deberá resolver dentro del plazo máximo de un año.

La interposición del proceso contencioso-administrativo, se regirá conforme a lo dispuesto en el Código Procesal Contencioso-Administrativo, incluso para el dictado y la aplicación de las medidas cautelares, las cuales también serán procedentes para el procedimiento sancionatorio tributario."

Comentario:

Aunque resulta obvio de acuerdo con lo transcrito y pronunciamiento de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia No. 03669-2006 de las 15 horas del 15 de marzo del 2006, que en estos casos de imposición de sanciones administrativas, el contribuyente puede opcionalmente prescindir del agotamiento de la vía administrativa ante el Tribunal Fiscal Administrativo, lo cierto es que al hacerse la reforma del artículo 150,   queda una redacción que va a inducir a contradicciones en su aplicación, toda vez que literalmente el artículo 150 formalmente tendrá dos párrafos terceros con redacciones diferentes.  Ahora, con la nueva vigencia de la ley contenida en el C.P.C.A. se podrá impugnar directamente ante la sede jurisdiccional, la imposición de sanciones administrativas que hagan las Administraciones Tributarias, sin perjuicio de lo contenido en el artículo 31 inciso 3) que dispone que si el interesado acude “directamente a la vía jurisdiccional, sin haber agotado la vía administrativa, el juez tramitador, en el mismo auto que da traslado de la demanda, concederá un plazo de ocho días hábiles previos al emplazamiento previsto en el artículo 63 de este Código, a efecto de que el superior jerárquico supremo del órgano o la entidad competente, de acuerdo con las reglas del artículo 126 de la Ley General de la Administración Pública, confirme, o bien, modifique, anule, revoque o cese la conducta administrativa impugnada, en beneficio del administrado y sin suspensión de los procedimientos. Vencido el plazo indicado, si el jerarca supremo guarda silencio o mantiene la conducta impugnada, empezará a correr automáticamente el plazo otorgado para la contestación de la demanda, a partir del día hábil siguiente y sin necesidad de  resolución que así lo disponga…”.

El artículo 126 de la L.G.A.P. dispone en lo que interesa:  “Pondrán fin a la vía administrativa los actos emanados de los siguientes órganos y autoridades, cuando resuelvan definitivamente los recursos de reposición o de apelación previstos en el libro Segundo de esta Ley, interpuestos contra el acto final:  c)  Los de los órganos desconcentrados de la Administración, o en su caso los del órgano superior de los mismos cuando correspondan a su competencia exclusiva y siempre que no se otorgue por ley o reglamento, algún recurso administrativo contra ellos”.

De acuerdo con los textos legales transcritos se concluye que en el caso del artículo 150 del Código Tributario cuando “per saltum” se acuda a la vía jurisdiccional sin agotar la vía administrativa en el Tribunal Fiscal Administrativo, deberá necesariamente en aquella vía concederse una audiencia a este Tribunal para que en el plazo de ocho días hábiles, modifique, anule, revoque o cese la conducta administrativa impugnada, en beneficio del administrado y sin suspensión de los procedimientos.  La interpretación anterior es la razonablemente aplicable al procedimiento tributario, y con base en las disposiciones legales transcritas y de acuerdo con el artículo 16 y 160 de la L.G.A.P. que consagra las reglas elementales de lógica, justicia o conveniencia que deben estar presentes necesariamente para la validez de los actos administrativos.

La interpretación que podría darse, en el sentido de que quien debe resolver la audiencia conferida por la autoridad judicial, sería el Ministro de Hacienda,  como superior jerarca supremo, del órgano que dictó el acto administrativo impugnado, llevaría al absurdo de que en materia tributaria, resuelva en esta instancia un órgano sin competencia tributaria de acuerdo con el procedimiento y proceso administrativo tributario especial, regulado en el Código Tributario.  Se estima que la redacción del artículo 31 inciso 3) del C.P.C.A. al disponer que quien tiene la competencia para tales efectos es “el superior jerárquico supremo del órgano o la entidad competente, de acuerdo con las reglas del artículo 126 de la L.G.A.P.”, contiene una “o” disyuntiva en el sentido de que tratándose de órganos desconcentrados con competencia exclusiva, éstos son los órganos competentes a que se refiere el inciso 3) citado.  

Aunque el artículo 146 del CNPT establece un plazo de tres meses siguientes al vencimiento del plazo para interponer el reclamo para dictar la resolución correspondiente, el hecho de que no se dicte la misma no permite dar por agotada la vía administrativa en esta instancia del procedimiento, por no estarse en presencia de un acto final, por lo que necesariamente debe de producirse dicho acto para tener acceso a la vía jurisdiccional.  Tratándose del procedimiento sancionatorio la sanción administrativa,  debe dictarse por el órgano competente dentro de los quince días posteriores a que se haya agotado el procedimiento. (Artículo 150 párrafo 2° del Código Tributario).  En este caso igual que en el procedimiento determinativo, el contribuyente necesariamente debe de esperar que se produzca la resolución sancionatoria por parte del jerarca de la Administración Tributaria correspondiente, pues esta es la resolución que le crea estado, por cuanto los actos anteriores son prerresoluciones administrativas las cuales son inimpugnables en sede jurisdiccional.  
Debe aclararse que si el contribuyente interpone el recurso de apelación para ante el Tribunal Fiscal Administrativo, admitido el mismo por la Administración Tributaria, y llegado a conocimiento de aquel órgano administrativo, éste es el único competente para conocer y resolver la impugnación interpuesta y en modo alguno, el contribuyente puede alternativamente acudir a la vía jurisdiccional para pretender la nulidad del acto administrativo que le ha impuesto la sanción correspondiente.-
a) Modificación del art. 163 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios.

Se modifica el artículo 163 del Código Tributario únicamente en el sentido de que se sustituye la denominación “Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso Administrativa”  por “Código Procesal Contencioso Administrativo”.

Se mantiene íntegramente la totalidad del contenido de esa disposición legal que indica textualmente:

“El Tribunal Fiscal Administrativo debe ajustar su actuación al procedimiento    y las normas de funcionamiento establecidas en el presente Código, así como en la Ley General de Administración Pública, el Código Procesal Contencioso y la Ley Orgánica del Poder Judicial, en lo que sean aplicables supletoriamente. Para tramitar los asuntos a su cargo, el Tribunal establecerá plazos comunes e improrrogables a las partes para que presenten sus alegaciones y pruebas de descargo, dentro del espíritu de la búsqueda de la verdad real de los hechos y la necesaria celeridad del procedimiento. Para desvirtuar las afirmaciones y los cargos hechos por la Administración Tributaria los administrados podrán acudir a cualquier medio de prueba aceptado por el ordenamiento jurídico positivo aplicable.  Los informes y certificaciones de los contadores públicos autorizados, de otros profesionales que tengan fe pública, o de las autoridades públicas competentes, designadas en forma independiente por el Tribunal Fiscal Administrativo, hacen plena prueba y, en tal caso la carga de la prueba para desvirtuarlos correrá a cargo de la Administración Tributaria. Los actos que resuelvan recursos interpuestos contra resoluciones determinativas de tributos, deben dictarse dentro de los seis meses siguientes al vencimiento del plazo para interponerlos, cuando se presenten los alegatos y las pruebas dentro del plazo señalado por el artículo 156 del presente Código.  En los casos en que los sujetos pasivos presenten pruebas de descargo fuera de dicho plazo se dictará la resolución determinativa dentro de los seis meses posteriores a la recepción de éstas.” 
Correlativamente el artículo 31 inciso 2) del C.P.C.A. dispone:

“En todo caso, si se opta por apelar la conducta administrativa ante un jerarca impropio, éste deberá resolver el recurso administrativo planteado, dentro del plazo máximo de un mes.”

De acuerdo con las normas legales transcritas, por ser el artículo 163 citado una norma de carácter especial en relación con el artículo 31 que es de carácter general, pues se refiere a las gestiones prejudiciales del juicio contencioso administrativo, esta última disposición legal de carácter general cede ante la especialidad de aquella otra disposición procesal y en consecuencia el agotamiento de la vía administrativa en caso del procedimiento determinativo de la obligación tributaria, se produce con la resolución que dicta el Tribunal Fiscal Administrativo, el cual tiene un plazo para resolver de seis meses, tal como se desprende de la transcripción mencionada.  Ahora bien, vencido dicho plazo, el Tribunal conserva la competencia para seguir conociendo del asunto sometido a su consideración, de acuerdo con el artículo 63 inciso 2) de la Ley General de la Administración Pública que dispone en lo que interesa:

“(…) No se extinguirán las competencias por el transcurso del plazo señalado para ejercerlas salvo regla en contrario.” 

La interpretación anterior se ve reforzada en el sentido de que si el legislador, modificó esa norma jurídica en esos términos, -por cuanto únicamente sustituyó la denominación “Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa” por “Código Procesal Contencioso-Administrativo”  (Art. 201 inciso 2) de este Cuerpo Legal)-, el contenido de la misma, mantuvo incólume la competencia y el plazo para resolver previsto para este Tribunal.

El Tribunal Fiscal Administrativo  mediante resolución número 383-08 de las nueve horas veinte minutos del 30 de noviembre del 2008, al contestar audiencia conferida por el Tribunal Contencioso Administrativo, se declaró incompetente para anular, revocar o cesar la actividad administrativa, toda vez que el contribuyente había escogido esta instancia administrativa, para que este Tribunal resolviera la controversia tributaria y en consecuencia, no podía alternativamente conocerse en vía jurisdiccional, de este recurso.  Posteriormente la recurrente ante tal circunstancia, desistió ante este Tribunal del recurso interpuesto, desistimiento que fue declarado con lugar, mediante resolución 001-09, de las ocho horas veinte minutos del cinco de enero del 2009.  Por lo que ante tales condiciones ahora será la instancia jurisdiccional la que resuelva esta controversia tributaria.  Y ahora, la Procuraduría General de la República, en representación del Estado, ha interpuesto la excepción de “acto consentido”, la que se encuentra pendiente de resolución.
Debe destacarse, que no obstante que el Código Procesal Contencioso Administrativo, Ley 8508 de fecha 28 de abril del 2006, vigente a partir del 1 de enero del 2008, o sea que transcurrido un año de su vigencia, solo en dos juicios Contenciosos Administrativos, se ha operado la figura del “per saltum”, de conformidad con los artículos 31 y 32 del citado cuerpo legal.  Esos juicios se refieren a los expedientes INSTALACIONES INABENSA S.A. número 10274 y TUBOTICO S.A. número 9697, este último ya resuelto por este órgano mediante resolución 551 de las nueve horas cuarenta minutos del 17 de diciembre del 2008.

De todo lo anterior se concluye que no se ha producido en materia tributaria la supuesta avalancha de expedientes administrativos tributarios interpuestos en sede jurisdiccional, sin la intervención de este Tribunal; por el contrario el último año se incrementó ostensiblemente el ingreso de expedientes ante el Tribunal Fiscal Administrativo, provenientes de las once Administraciones Tributarias del Ministerio de Hacienda, de las ochenta y una Municipalidades, del Instituto de Fomento y Asesoría Municipal y del Instituto de Desarrollo Agrario.-

En estos términos, queda claro que en cuanto a la impugnación de la resolución determinativa, el legislador no estableció la posibilidad de recurrir alternativamente tanto ante el Tribunal Fiscal Administrativo, como al Tribunal Contencioso en la sede judicial,  por lo que la resolución del recurso de apelación, son de su exclusiva competencia, no siendo posible acudir alternativamente ante aquella sede jurisdiccional, por lo que de hacerse de esa manera por parte del contribuyente, daría lugar a rechazar ad portas la demanda por estarse en presencia de una excepción de prejudicialidad o litis pendencia según el caso.-  

c)  Reforma del artículo 165 C.T.

Cuyo texto en lo que interesa dirá: 

 “…Contra los fallos del Tribunal Fiscal Administrativo, el interesado podrá iniciar un juicio contencioso administrativo, de acuerdo con las disposiciones del Código Procesal Contencioso Administrativo…”

De la misma manera, la Administración podrá pretender la anulación del acto ante la Jurisdicción Contencioso Administrativa, previamente a que el superior jerárquico supremo lo declare lesivo a los intereses públicos, económicos o de cualquier otra naturaleza.  Entendiendo por superior jerárquico supremo el Ministro de Hacienda.-
El plazo máximo para uno u otro caso será de tres años, de acuerdo con el inciso 2) del artículo 41 C.P.C.A., contado a partir del día siguiente a aquel en que haya sido notificado el acto, salvo si el acto contiene vicios de nulidad absoluta, en cuyo caso, dicha declaratoria podrá hacerse mientras perduren sus efectos. 

En este último supuesto, el plazo de tres años correrá a partir de que cesen sus efectos y la sentencia que declare la nulidad lo hará, únicamente para fines de su anulación e inaplicabilidad futura.- 

Esta disposición varía sustancialmente el plazo para la interposición, tanto del juicio contencioso de lesividad, como el juicio contencioso tributario por parte del contribuyente, en el sentido de que se establece un plazo más amplio de tres años en vez de treinta días, fijado anteriormente en el artículo 165 del Código Tributario, ahora modificado por el artículo 201 inciso 3) del Código Procesal Contencioso-Administrativo. En este orden de ideas el contribuyente puede impugnar la conducta administrativa dentro del plazo de prescripción establecido para la materia tributaria, la cual de acuerdo con el artículo 51 del Código Tributario es de tres o cinco años según el caso; por otra parte la Administración Tributaria cuando pretenda declarar lesivo el acto o disposición administrativa, deberá declararlo lesivo a los intereses públicos, económicos o de cualquier otra naturaleza, dentro del plazo máximo de un año, contado a partir del día siguiente a aquel en que haya sido dictado, salvo si el acto contiene vicios de nulidad absoluta, en cuyo caso, dicha declaratoria podrá hacerse mientras perduren sus efectos.- Lo anterior en estricta aplicación de los artículos 34, 35, 39, 41, 58, de C.P.C.A. y 51 y siguientes del Código Tributario.  

En los demás términos se mantienen las disposiciones contenidas en el artículo 165, en el sentido de que si se trata de un juicio de lesividad, la Administración Tributaria siempre deberá presentar la autorización del Ministerio, previo dictamen del órgano legal correspondiente.

El plazo de tres o cinco años según el caso, ahora fijado aplicable a la materia tributaria, resulta excesivamente largo dada su naturaleza, pues es evidente que lo anterior produce un estado de incerteza e inseguridad jurídica, habida cuenta de que, tanto el contribuyente como la Administración deberán de esperar hasta tres o cinco años según el caso, para saber si efectivamente el acto administrativo queda definitivamente irrevisable en la vía jurisdiccional.

El plazo indicado, no tiene justificación alguna, sobre todo pensando que en materia tributaria debe haber un delicado equilibrio entre los intereses de los contribuyentes y el interés público supremo atinente a la financiación del Estado y las delicadas competencias y obligaciones que legal y constitucionalmente le son asignadas.  Es de destacar acá que la Procuraduría General de la República durante la discusión de este tema, sostuvo que no se justificaba en esta materia la existencia de un plazo distinto al ordinario de un año previsto en el artículo 39 del C.P.C.A.

c)  Inimpugnabilidad de los actos preparatorios.-  

Con la reforma establecida, es absolutamente claro que, si bien es cierto que “per saltum” puede prescindirse de la intervención del Tribunal Fiscal Administrativo, ello no significa en modo alguno que se pueda impugnar directamente ante la sede jurisdiccional -tratándose de la imposición de sanciones administrativas y de determinaciones tributarias- los actos previos y preparatorios o de mero trámite como son: la propuesta motivada, inicio de actuaciones,  conclusión  de actuaciones y traslado de cargos, sino que la única resolución impugnable ante aquella sede lo es, el acto final dictado por la Administración Tributaria que determina la obligación o impone la sanción correspondiente, pues ésta es la única resolución con efecto propio, que crea estado en contra del administrado, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 36 inciso c) C.P.C.A.

d)  Ejecutividad y ejecutoriedad de los fallos.-

Mientras tanto el Tribunal Fiscal Administrativo no resuelva el recurso de apelación interpuesto, ya sea contra una resolución final dictada por la Administración Tributaria dentro del procedimiento determinativo o sancionatorio, el acto administrativo no deviene en ejecutivo y ejecutorio.  En el eventual caso de que el contribuyente opte por acudir a la vía contencioso administrativa sin esperar la resolución de aquel Tribunal, la Administración Tributaria deberá proceder a ejecutar el acto administrativo conforme a lo dispuesto por los artículos 141 y 146 L.G.A.P., procediendo a liquidar la obligación en los términos y condiciones a que se refieren los artículos 40, 146 y 163 del Código Tributario, calculando el monto de la obligación a partir de la fecha en que los tributos debieron pagarse, según las leyes respectivas.  En aquellos casos en que la resolución determinativa de la obligación tributaria o la que resuelva recursos contra dichas resoluciones, se dicte fuera de los plazos de tres y seis meses establecidos en los artículos 146 y 163 del Código Tributario, el cómputo de los intereses se suspenderá durante el tiempo que se haya excedido para la emisión de dichos actos.  Cuando el exceso de dicho plazo se configure por conducta imputable a funcionarios, éstos tendrán las responsabilidades señaladas en la Ley General de la Administración Pública.

De acuerdo con todo lo anteriormente indicado, y hasta tanto se mantengan incólumes las disposiciones antes mencionadas, en materia tributaria, prácticamente el procedimiento tributario en lo relativo a la fase determinativa de la obligación tributaria, se mantiene tal como se encuentra actualmente sin variaciones importantes, pues es poco razonable que los contribuyentes prescindan de una fase importante del proceso tributario con la intervención de un órgano especializado y técnico en la materia, que puede acoger sus pretensiones sin necesidad de ir a la vía jurisdiccional, que en modo alguno puede ser tan expedita, informal, oficiosa y económica como la vía administrativa.  Además de lo anterior al ser el acto administrativo ejecutivo y ejecutorio, aunque el contribuyente puede pedir la medida cautelar de suspensión de ese acto administrativo, la Administración y la Autoridad Jurisdiccional pueden y deben pedir una medida de contra cautela para asegurar la recuperación de las sumas insolutas y las resultas del juicio, otra razón de más para pensar que es poco factible que los contribuyentes acudan a la vía jurisdiccional “per saltum” sin acudir de previo al Tribunal Fiscal Administrativo.  
Lo anterior ha sido confirmado en el sentido de que, no obstante que el agotamiento de la vía administrativa es facultativo según el voto de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia No. S.C.V. 03669-2006 de las 15 hrs. del 15 de marzo del año 2006 y disposiciones contenidas en el Código Procesal Contencioso-Administrativo, vigente a partir del 1 de enero del 2008, durante todo ese tiempo en materia tributaria, solo en aquellos dos casos se ha producido el “per saltum” sin la intervención del Tribunal Fiscal Administrativo.-

e)  Procedimiento para acudir a la vía jurisdiccional, “per saltum” sin agotar vía administrativa en el Tribunal Fiscal Administrativo.-

El nuevo Código no regula expresamente este procedimiento, sin embargo, de acuerdo con el voto de la Sala Constitucional S.C.V. 3669 citado y disposiciones contenidas en el art. 156 del Código Tributario, que se mantienen  inalterables, al impugnarse en sede jurisdiccional la resolución de la Administración Tributaria y prescindirse de la fase recursiva ante el Tribunal Fiscal Administrativo y al sustituir la jurisdicción contenciosa a este Tribunal, una interpretación armónica, lógica y razonable de estas normas nos podría llevar a concluir que, al permanecer vigente e inalterable el art. 156 del Código Tributario, el contribuyente debe estarse a lo dispuesto en esa disposición legal, por lo que escogida esta vía administrativa se encuentra impedido legalmente para que en forma alternativa, toda vez que el artículo 31 inciso 4) del CPCA dispone que la impugnación en esa vía contenciosa, se encuentra reservada a aquellos procesos en que el administrado “…ha acudido directamente a la vía jurisdiccional sin haber agotado la vía administrativa…”, sea que alternativamente se encuentra impedido el administrado para acudir a la vía jurisdiccional. En estas condiciones, el acto administrativo deviene en ejecutivo y ejecutorio y la Administración puede proceder al cobro de las sumas determinadas.- 

f)  Derogatoria de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso Administrativa.
Se deroga íntegramente por el nuevo Código Procesal Contencioso Administrativo la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, No. 3667, de 12 de marzo de 1966, y su interpretación auténtica, dada por la Ley No. 4191, de 17 de setiembre de 1968.

g)  Ley General de la Administración Pública. 

De acuerdo con el artículo 200 del C.P.C.A. se derogan:  

a) los incisos d) y e) del artículo 29.

b) el inciso c) del artículo 39.

c) el artículo 44.

d) Y se modifica el inciso 4) del artículo 109.

Comentario: Estas disposiciones no tienen relación alguna con la materia tributaria por lo que en consecuencia, carece de interés profundizar sobre el tema.

h)  Reforma del artículo 127 de L.G.A.P.  

Ahora con la nueva disposición legal, se establece que: 

“…cuando el agotamiento de la vía administrativa se produzca en virtud de silencio o de algún acto presunto, la Administración siempre estará obligada a dictar la resolución de fondo, de manera expresa y motivada, sin perjuicio de los efectos del silencio para los fines de impugnación jurisdiccional, de conformidad con el Código Procesal Contencioso Administrativo”. 

La disposición reformada establecía un plazo de hasta un año para dictar la resolución en los términos indicados de acuerdo con el artículo 37.2 de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso Administrativa ahora derogada.

Ahora bien, de acuerdo con el artículo 31 inciso 3), en los casos en que se da el agotamiento en las condiciones dichas, sea en virtud de una denegatoria presunta, y ante un proceso establecido contra el Estado, representado por la Procuraduría General de la República, el juez tramitador, en el mismo auto que da traslado a la demanda, concederá un plazo de ocho días hábiles previos al emplazamiento previsto en el artículo 63 de este Código, a efecto de que el superior jerárquico supremo del órgano o entidad competente, entiéndase Tribunal Fiscal Administrativo “, confirme o bien modifique, anule, revoque o cese la conducta administrativa impugnada, en beneficio del administrado y sin suspensión de los procedimientos. Vencido el plazo indicado, si el jerarca supremo guarda silencio o mantiene la conducta impugnada, empezarán a correr automáticamente el plazo otorgado para la contestación …”, con lo cual se le concede a la Administración, representada por el Jerarca Impropio, un plazo adicional para que se pronuncie.

Comentario: Tratándose de la materia tributaria, de tributos administrados, fiscalizados y recaudados por las Administraciones Tributarias adscritas al Ministerio de Hacienda, tenemos que, de acuerdo con la referencia anterior concretamente al artículo 127 de la L.G.A.P.; en este caso por ser el Tribunal Fiscal Administrativo un órgano de plena jurisdicción e independiente en su organización, funcionamiento y competencia del Poder Ejecutivo y cuyos fallos agotan la vía administrativa de todas aquellas controversias tributarias administrativas, es evidente, que es el órgano competente a que se refiere el inciso 3° del artículo 31 del C.P.C.A.,  al cual se le deberá conceder la audiencia citada, con la finalidad de que en forma sumaria:

““…confirme o bien modifique, anule, revoque o cese la conducta administrativa impugnada, en beneficio del administrado…”,
lo cual guarda una plena concordancia con el procedimiento regulado en el Código Tributario. 

Resulta irrazonable y contradictorio que se conceda un plazo tan perentorio para la contestación de una audiencia revestida de la importancia mencionada, en donde se le confiere competencia al órgano comisionado hasta para anular el acto administrativo, en contraposición al término de tres o cinco años según el caso, ahora establecido para impugnar la conducta administrativa en la sede contencioso administrativa.

La otra interpretación, en el sentido de que el órgano competente a quien se le concederá la audiencia es el superior jerárquico supremo de la Administración Tributaria, entiéndase Ministro de Hacienda, llevaría al absurdo de que en materia tributaria resolvería un funcionario carente de competencia tributaria y en una materia totalmente ajena a sus funciones, cuando lo lógico, razonable y legal es que sea el jerarca impropio quien tenga tal competencia.  Pareciera que estas disposiciones legales tienen su fundamento en tratándose de actuaciones de otro tipo de Administraciones y no de la materia tributaria, la cual por ley tiene un procedimiento especial previsto en el Código de Normas y Procedimientos Tributarios, Reglamento General de Gestión, Fiscalización y Recaudación Tributaria y otras disposiciones legales conexas que regulan en forma precisa, concreta y detallada el procedimiento administrativo tributario, tan es así que la misma Ley General de la Administración Pública dispone en el artículo 367 inciso d) que la misma no es aplicable a esta materia por existir un procedimiento especial y que solo se aplicará en forma supletoria.

La primera interpretación, en el sentido de que la entidad competente para contestar la audiencia a que se refiere el artículo 31 de CPCA, lo es en materia tributaria el Tribunal Fiscal Administrativo, es la que más se adapta, en nuestro juicio, al procedimiento tributario vigente, esta interpretación ha sido acogida por los órganos jurisdiccionales al disponer: “…3)  En cuanto al plazo de ocho días otorgado a la Administración Tributaria de San José, lleva razón la representación estatal en el sentido de que se debió notificar al Tribunal Fiscal Administrativo y no a la Administración Tributaria, como jerarca.  Por lo tanto, se revoca parcialmente (sic) resolución de las nueve horas cuarenta y uno (sic) minutos del veinte de agosto del año dos mil ocho únicamente en cuanto a este punto, y en su lugar se ordena conferir el plazo de OCHO DÍAS hábiles previos al emplazamiento al TRIBUNAL FISCAL ADMINISTRATIVO, para que la confirme, modifique, anule, revoque o la haga cesar, en beneficio de la parte actora la conducta administrativa impugnada (…)”. Tribunal Contencioso Administrativo del Segundo Circuito Judicial de San José, Edificio Anexo A, resolución de las trece horas y treinta y uno (sic) minutos del doce de setiembre del año dos mil ocho.
Aspectos positivos del Código Procesal Contencioso Administrativo.

1.  Informalidad del Proceso:  Eliminación de la publicación de edictos, las etapas de interposición y deducción de la demanda.
2.  Oralidad del proceso.

3.  Posibilidad de acudir a resolución alternativa de conflictos mediante la etapa de Conciliación.

4.  Eliminación de la estimación de la cuantía.

5.  Celeridad del Proceso?  Eso solo su puesta en marcha lo dirá

6.  Informalidad del recurso de casación.

Aspectos Negativos del Código Procesal Contencioso Administrativo.
1.  Exclusión de las contribuciones a la seguridad social y empleo público en sede administrativa, no obstante tratarse de actos administrativos.-  
2.  Aplicación del proceso general a la materia tributaria, sin prever un proceso especial para éste o al menos una sala especializada en esta disciplina.-
3.  Plazos excesivamente largos para acudir a la vía contencioso administrativa.

4.  Plazo excesivamente corto para contestar la audiencia a que se refiere el artículo 31 inciso 3) CPCA.

5.  Inexistencia de una casación en Materia Administrativa, reservándose la misma al conocimiento de la Sala de Casación Civil, lo cual es un contrasentido evidente y manifiesto.-
6.  Favorecimiento de la judicialidad de los asuntos por desaparición de los filtros administrativos. (Caso de los Tribunales Administrativos que resuelven en forma independiente).
7.  Incremento de la Litigiosidad.

8.  Falta de especialidad en materia tributaria en sede judicial, tal y como en otros países, como España, donde existe una sección especializada en materia tributaria.

9.  Falta de un procedimiento claro para aquellos casos en que no se ha agotado la vía administrativa.

10. Omisión de la consideración de la especialidad de la materia tributaria en el contexto general del Código.

11. Gran preeminencia de la aplicación del principio pro homine como centro del proceso.

12. Utilización de terminología inapropiada (juez o jueza).
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